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EQUIPOS ANTICONTAMINANTES IDÓNEOS O ADECUADOS, 
DEBIENDO UTILIZAR AGUAS TRATADAS, NO INSTALEN LAS PLANTAS 
O NO SEAN REUTILIZADAS, NO SE REALICE EL MANEJO ADECUADO 
LOS RESIDUOS INDUSTRIALES NO PELIGROSOS Y REALICE 
ACTIVIDADES RIESGOSAS SIN LA AUTORIZACIÓN RESPECTIVA, ASÍ 
COMO  REALIZAR LA INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS 
AMBIENTALES OCASIONADOS TOMANDO EN CUENTA EL VALOR 
COMERCIAL DE LOS BIENES AFECTADOS, EL TIEMPO DE  
AFECTACIÓN Y EL DERECHO DE LAS PERSONAS A TENER UN 
AMBIENTE SANO. 
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Diputadas y Diputados integrantes de la LXV Legislatura del H. Congreso del 
Estado de Guanajuato y del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario 
Institucional l, con fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 56 
de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, así como en el 
artículo 167, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 
de Guanajuato, someto a consideración del Pleno para su aprobación, la 
presente iniciativa con proyecto de Decreto que ADICIONA UN ARTICULO 
291 Bis AL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO, PARA 
SANCIONAR PENALEMENTE A EMPRESARIOS, INDUSTRIALES O SUS 
ADMINISTRADORES O ENCARGADOS DE LA ACTIVIDAD, POR OMITIR 
LA INSTALACIÓN O EMPLEO DE LOS EQUIPOS ANTICONTAMINANTES 
IDÓNEOS O ADECUADOS, DEBIENDO UTILIZAR AGUAS TRATADAS, 
NO INSTALEN LAS PLANTAS O NO SEAN REUTILIZADAS, NO SE 
REALICE EL MANEJO ADECUADO LOS RESIDUOS INDUSTRIALES NO 
PELIGROSOS Y REALICE ACTIVIDADES RIESGOSAS SIN LA 
AUTORIZACIÓN RESPECTIVA, ASÍ COMO  REALIZAR LA 
INDEMNIZACIÓN POR LOS DAÑOS AMBIENTALES OCASIONADOS  
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TOMANDO EN CUENTA EL VALOR COMERCIAL DE LOS BIENES 
AFECTADOS, EL TIEMPO DE AFECTACIÓN Y EL DERECHO DE LAS 
PERSONAS A TENER UN AMBIENTE SANO, conforme a la siguiente:  
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

La crisis climática es la situación actual de emergencia causada por el 
alarmante ritmo en el que se ha ido calentando el planeta en las últimas 
décadas1. Un fenómeno que, según ha comprobado la ciencia, se debe 
principalmente a actividades humanas, como el uso de combustibles fósiles 
como el petróleo, el gas, el carbón, la agricultura, la ganadería, y muchas 
otras actividades humanas que emiten grandes cantidades de gases de 
efecto invernadero, así como de dióxido de carbono y de metano, que llegan 
a la atmósfera y retienen el calor en la Tierra, causando un aumento anormal 
y peligroso de la temperatura mundial al que se le ha dado el nombre de 
calentamiento global.  

Hoy, el mundo es 1,1° centígrados más caliente que en tiempos 
preindustriales y, según el más reciente informe del Grupo 
Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC)2, la 
máxima autoridad en el tema, el planeta es más caliente de lo que ha sido en 
los últimos 125 mil años. Adicionalmente, la ciencia advierte que nos estamos 
acercando vertiginosamente a los límites de temperatura establecidos en el 
Acuerdo de París3, el compromiso más emblemático que los países han 
asumido para enfrentar esta crisis.  

El cambio climático constituye la crisis definitoria de nuestro tiempo y está 
ocurriendo aún más rápido de lo que se temía; pero se está lejos de no poder 
hacer nada ante esta amenaza global. Como indicó el Secretario General 
António Gutiérres4 en septiembre al señalar que: “estamos perdiendo la carrera 
de la emergencia climática; no obstante, podemos ganarla”5. 

Ningún rincón del mundo está a salvo de las devastadoras consecuencias del 
cambio climático derivado de la contaminación al medio ambiente. El aumento  

 
1 Consultable en: https://www.wwf.org.mx/?371230/Lo-que-debes-saber-de-la-COP26-la-conferencia-global-
mas-importante-para-enfrentar-el-cambioclimatico  
2 IDEM. Por sus siglas en inglés. 
3 IDEM. Según el tratado, el mundo debe mantenerse por debajo de los 2°C de calentamiento y, en lo posible, 
de los 1,5°C, ya que la ciencia ha identificado estos rangos como los menos riesgosos para la vida en la Tierra. 
4 Secretario General de la ONU. 
5 Naciones Unidas. Más allá del 2020. Consultable: https://www.un.org/es/un75/climate-crisis-race-we-can-win 
 

https://www.un.org/sg/en/content/sg/speeches/2019-09-23/remarks-2019-climate-action-summit
https://www.un.org/sg/en/content/sg/speeches/2019-09-23/remarks-2019-climate-action-summit
https://www.un.org/sg/en/content/sg/speeches/2019-09-23/remarks-2019-climate-action-summit
https://www.wwf.org.mx/?371230/Lo-que-debes-saber-de-la-COP26-la-conferencia-global-mas-importante-para-enfrentar-el-cambio
https://www.wwf.org.mx/?371230/Lo-que-debes-saber-de-la-COP26-la-conferencia-global-mas-importante-para-enfrentar-el-cambio


 

3 
 

 
de las temperaturas es la causa directa de la degradación ambiental, los 
desastres naturales, las condiciones meteorológicas extremas, la inseguridad 
alimentaria e hídrica, la disrupción económica, los conflictos, el aumento del nivel 
del mar y el terrorismo. Sube el nivel del mar, se derrite el Ártico, mueren los 
arrecifes de coral, se acidifican los océanos y arden los bosques. Está claro que 
no podemos seguir así. A medida que el costo infinito del cambio climático 
alcanza niveles irreversibles6, ha llegado el momento de emprender audaces 
acciones colectivas o individuales, en todos los planos, incluidas las legislativas. 

Cada año se liberan en la atmósfera miles de millones de toneladas de CO2 
como resultado de la producción de carbón, petróleo y gas. La actividad humana 
está produciendo emisiones de gases de efecto invernadero a niveles récord, sin 
visos de desaceleración, así como se contaminan mantos acuíferos y se emiten 
una cantidad de residuos industriales sin control y sanción alguna, causando un 
grave daño al ecosistema que no en pocas ocasiones es irreversible en perjuicio 
de la humanidad. 

Ahora bien, de forma general entendemos el cambio climático en términos 
del impacto que tendrá en nuestro medio natural, así como sus devastadoras 
consecuencias para la humanidad en el presente y el futuro, las que lo 
convierten en una cuestión de derechos humanos urgente, debido al derecho 
que tiene toda persona a gozar de un ambiente sano. 

Por ello, los derechos humanos están estrechamente relacionados con al 
cambio climático por su efecto devastador no sólo en el medio ambiente, sino 
en el bienestar colectivo de la humanidad. Además de amenazar la propia 
existencia del ser humano, el cambio climático está repercutiendo de forma 
dañina en el derecho a la vida, la salud, la alimentación, el agua, la vivienda 
y los medios de vida7. 

Cuanto más esperen los gobiernos para tomar medidas significativas, más 
difícil será resolver el problema y mayor será el riesgo de que las emisiones 
se reduzcan por medios que aumenten la desigualdad, en lugar de reducirla. 

La falta de medidas de los gobiernos para abordar el cambio climático, pese 
a las acuciantes pruebas científicas, podría ser la mayor violación de 
derechos humanos intergeneracional de la Historia, pues se carece de 
políticas públicas de prevención y siempre se toman acciones de reacción o  

 
6 Consultable en: https://www.wwf.org.mx/?371230/Lo-que-debes-saber-de-la-COP26-la-conferencia-global-
mas-importante-para-enfrentar-el-cambio-climatico  
7 Consultable en: https://www.es.amnesty.org/en-que-estamos/temas/cambio-climatico/ 

https://www.es.amnesty.org/en-que-estamos/temas/derechos-humanos/
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remediación, pero existen casos en que la remediación es prácticamente 
imposible, por ello, cuando menos es importante dar trascendencia a la 
sanción, debido a que la indemnización no resulta como beneficio colectivo, 
pues el daño hecho puede ser irreparable, por lo que el estado debe 
responder con mayor severidad ante estos casos. 

Los últimos cuatro años fueron los cuatro más cálidos de la historia8. Por lo que 
si no se reducen las emisiones globales asi como cualquier forma de 
contaminación al medio ambiente en lo general, las temperaturas podrían 
aumentar hasta tres grados centígrados para el año 2100, causando más daños 
irreversibles a nuestros ecosistemas. Los glaciares y los mantos de hielo de las 
regiones polares y montañosas ya se están derritiendo más rápidamente que 
nunca, lo que provoca el aumento del nivel del mar. Casi dos tercios de las 
ciudades del mundo con una población de más de cinco millones de habitantes 
se encuentran en zonas donde hay riesgo de aumento del nivel del mar y casi el 
40 % de la población mundial vive a menos de 100 km de la costa. Si no se toman 
medidas severas y eficaces, veremos con nuestros propios ojos cómo barrios 
enteros de Nueva York, Shangái, Abu Dhabi, Osaka, Río de Janeiro y muchas 
otras ciudades acaban bajo el agua, desplazando a millones de personas9. 

Así, se podría decir que el calentamiento global afecta la seguridad alimentaria e 
hídrica de todos, la cual está siendo severamente amenazada por este 
fenómeno. Es así que el cambio climático es una causa directa de la degradación 
del suelo, que limita la cantidad de carbono que la tierra logra contener. En la 
actualidad, unos 500 millones de personas viven en zonas afectadas por la 
erosión, mientras que hasta un 30 % de los alimentos se pierden o se 
desperdician como resultado de ella. Mientras tanto, el cambio climático limita la 
disponibilidad y la calidad del agua para el consumo humano y la agricultura10. 
 
En muchas regiones, cultivos que prosperaron durante siglos apenas logran 
sobrevivir, lo que hace que la seguridad alimentaria sea más precaria; en esos 
casos, los principales afectados suelen ser los pobres y los más vulnerables. Es 
probable que el impacto del calentamiento global haga que la producción 
económica entre los países más ricos y los más pobres del mundo sea aún más 
dispar. 
 
En el planeta siempre ha habido desastres relacionados con el clima y 
fenómenos meteorológicos extremos, pero se están volviendo más frecuentes e  

 
8 IDEM. 
9 IDEM. 
10 IDEM. 
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intensos a medida que aumenta la temperatura global. Ningún continente está a 
salvo, hay olas de calor, sequías, tifones y huracanes que causan destrucción 
masiva en todo el mundo. El 90 % de los desastres se clasifican como 
relacionados con el tiempo y el clima, cuestan a la economía mundial 520.000 
millones de dólares al año y 26 millones de personas se ven empujadas a la 
pobreza como resultado de ello11. 
 
Es por eso, que el cambio climático supone una importante amenaza para la paz 
y la seguridad internacionales. Los efectos del cambio climático intensifican la 
competencia por recursos como la tierra, los alimentos y el agua, exacerbando 
las tensiones socioeconómicas y, cada vez con mayor frecuencia, provocando 
desplazamientos masivos.  
 
El clima es un multiplicador de riesgos que empeora los desafíos ya existentes. 
Las sequías en África y América Latina alimentan directamente los disturbios 
políticos y la violencia. El Banco Mundial12 estima que, si no se toman medidas, 
más de 140 millones de personas en África Subsahariana, América Latina y Asia 
Meridional13 se verán obligadas a emigrar dentro de sus regiones. 
 
Ante tal problemática, la ciencia nos dice que el cambio climático es irrefutable, 
pero también nos dice que no es demasiado tarde para detener su avance y que 
harán falta transformaciones fundamentales en todos los aspectos de la 
sociedad: el cultivo de los alimentos, el uso de la tierra, el transporte de 
mercancías y el fomento de nuestras economías. 
 
Si bien la tecnología ha contribuido al cambio climático, las tecnologías nuevas y 
eficientes pueden ayudarnos a reducir las emisiones netas y a crear un mundo 
más limpio; ya hay soluciones tecnológicas disponibles para más del 70 % de las 
emisiones actuales, asi como para evitar la contaminación de subsuelo y de las 
fuentes hídricas. Es así, que a modo de ejemplo, en muchos lugares, la energía 
renovable es la fuente de energía más barata y los coches eléctricos están a 
punto de generalizarse. 
 
Con esas soluciones escalables es factible dar el salto a un mundo más limpio y 
resistente. Si los gobiernos, las empresas, la sociedad civil, los jóvenes y el 
mundo académico trabajan juntos, podemos crear un futuro verde en el que haya  

 
11 IDEM. 
12 IDEM. 
13 López Sela, Pedro Luis, Derecho Ambiental, UNIVERSIDAD IBEROAMERICANA. Alejandro Ferro Negrete 
UNIVERSIDAD NACIONAL. AUTÓNOMA DE MÉXICO. JEO IURE EDITORES 2006 
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menos sufrimiento, reine la justicia y se restablezca la armonía entre las personas 
y el planeta. 
 
Derecho ambiental como rama del derecho público:  
 
El derecho público se compone del conjunto de normas que regulan el 
ejercicio de la autoridad estatal, determinando y creando el órgano competen 
te para ejercitarla, el contenido posible de sus actos de autoridad estatal y el 
procedimiento mediante el cual dichos actos deberán realizarse. En este 
tenor, el derecho ambiental ha sido colocado por diversos autores en el 
campo del derecho público, debido a la relevancia que el Estado tiene en la 
regulación del comportamiento del hombre en relación con el ambiente.  
En efecto, al encontrarse el Estado en una relación de supra-subordinación 
con los particulares en lo que se refiere a la materia ambiental, se ha 
establecido que el derecho ambiental debe situarse dentro del derecho 
público. Tal afirmación se refuerza si tomamos como base la teoría de los 
intereses en juego que pretende fundar la división del derecho en público y 
privado de acuerdo con el beneficio particular o colectivo que procura la 
norma. En este sentido, si el derecho ambiental tiene como fin regular las 
conductas humanas que pueden influir de manera significativa en el ambiente 
para evitar la degradación de éste y asi hacer posible que las Futuras 
generaciones disfruten de un ambiente adecuado, nos damos cuenta de que 
esta disciplina tiene como finalidad proteger intereses colectivos. 
Situándonos entonces en una postura ius publicista. Por lo que no cabe duda, 
que al buscar la protección de los derechos de la colectividad (no sólo 
presente sino también futura). el derecho ambiental puede ser considerado 
una rama del derecho público14.  
 
Definición de derecho ambiental. 
 
Según Jordano Fraga15, en la doctrina norteamericana se sitúa Bodgers16, 
autor que concibe a esta rama jurídica como el derecho del gobierno 
planetario. Asimismo, en posición parecida se ubican Pérez. Moreno y Martín 
Mateo. El primero concibe el derecho ambiental como único el ordenamiento 
que garantiza y disciplina el goce colectivo inherente a los bienes 
ambientales, velando por su integridad natural, mientras que el segundo 
señala que el derecho ambiental es el derecho que incide en conductas 

 
14 Jordano Fraga, Jesús.  La protección del derecho a un medio ambiente adecuado, 1a edición, J.M. Boseh, 
Editor, Barcelona, 1995, pág. 124. 
15 Idem  
16 Ibi Dem. Citados por Jesús Jordano Fraga. Ob.  Cit.  Pág. 122. 
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individuales y sociales para prevenir y remediar las perturbaciones que 
alteran el equilibrio del ambiente. 
 
El medio ambiente como bien colectivo17: 
 
 A diferencia de los bienes patrimoniales personales, el medio ambiente ha 
sido considerado, con debida razón, como un bien colectivo común a todos y 
cada uno de los seres humanos, los cuales tenemos el derecho inalienable e 
imprescriptible de disfrutarlo y la obligación de conservarlo y preservarlo para 
nuestro beneficio presente y futuro. Al respecto, Jordano Fraga 18 señala que 
la titularidad del derecho al medio ambiente es de disfrute y es plural. Es de 
disfrute, porque otorga al sujeto únicamente el goce del derecho, pero se 
reconoce la titularidad dominical a otra persona (existen bienes ambientales 
de propiedad privada). No podría ser de otro modo: los bienes ambientales 
son res communes ómnium, por lo que no es posible su enajenación o 
alteración en beneficio individual. Al sujeto sólo se le reconoce una titularidad 
de disfrute. La titularidad del derecho es también plural porque ese derecho 
pertenece simultáneamente a cada uno de los miembros que forman la 
colectividad. 
 
Es importante, sobre este tema señalar que la Evaluación ambiental, contiene 
dos elementos a saber: impacto y daño. Por lo que se debe realizar el análisis 
jurídico de estos conceptos desde la perspectiva científica19. 
 

a) Análisis jurídico de impacto ambiental. 
 

En este orden de ideas, la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, aborda desde 1917 la temática ambiental, siendo la base el 

 
17 Jordano Fraga, Jesús. La protección del derecho a un medio ambiente adecuado. J.M. Bosch Editor. 
Barcelona, 1995. Pág. 500. 

 
 
18 IDEM  
19 Silva Torres, Beatriz Adriana. Tesis que para obtener el grado de Doctor en Derecho Presenta. Departamento 
de Estudios Jurídicos del Estado. “ EVALUACIÓN AMBIENTAL: IMPACTO Y DAÑO. UN ANALISIS JURIDICO 
DESDE LA PERSPECTIVA CIENTIFICA”. México, MAYO, 2012 
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artículo 27. Se tienen además otros artículos que tratan el tema, los artículos 
4, 25 y 27, dentro del Título I, Capítulo I de las Garantías Individuales (en su 
tiempo) hoy derechos fundamentales; en el Título Tercero, Sección II de la 
Iniciativa y Formación de las Leyes en la Sección III de las Facultades del 
Congreso se tiene al artículo 73 y en el Título Quinto referente a los Estados 
de la Federación y del Distrito Federal, los artículos 115 y 122.  
 
En la Carta Magna, en el Título Primero en el Capítulo I de la Constitución se 
establecen los derechos fundamentales a los que los gobernados tienen 
derecho; derechos que es posible agruparlos en:  derechos humanos a la 
igualdad, de libertad, de propiedad y de seguridad jurídica. Dentro del 
derecho fundamental de igualdad, establecido en el artículo 4º, se indica que:  
 
“Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su 
desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. 
El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo 
provoque en términos de lo dispuesto por la ley”. 
 
En tanto, CARMEN CARMONA20 menciona que para considerar que se tiene 
un derecho fundamental de acceso a la justicia en materia ambiental, en la 
cual la persona está en armonía con la naturaleza, se debe acceder a un 
núcleo de derechos que ha denominado el derecho a un medio ambiente 
sano o adecuado y que se estructura mediante el derecho a la información 
ambiental. 
 
En este contexto, se debe materializar en las leyes el derecho a la 
participación social en la toma de decisiones y el derecho a exigir la 
protección ambiental y la reparación del daño ambiental. El derecho a un 
medio ambiente adecuado y sano -sigue mencionando CARMONA- es un 
derecho humanos de toda persona reconocido constitucionalmente por lo 
forma parte de los derechos fundamentales establecidos en el cuerpo 
constitucional y se complementa con otros derechos humanos y principios 
que están contenidos en distintos artículos constitucionales, dada su 
interrelación o interdependencia establecidos en el artículo 1º constitucional; 
siendo esto el objeto de la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección 
al Ambiente, por lo que se constituyen como un principio de política ambiental.  
Tan existe interconectividad en los derechos fundamentales de diversa 
índole, que el derecho fundamental a la protección del ambiente tiene dos 

 
20  CARMONA, L. Ma. Del Carmen. Derechos en relación con el medio ambiente. Cámara de Diputados LVIII 
Legislatura-UNAM. 2000. Págs. 3- 8. 
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sentidos; el primero, que es relativo al concepto de salud y; el segundo, 
porque se hace obligatorio que para garantizar este derecho es necesario 
que las autoridades tomen las medidas necesarias para preservar el medio 
ambiente en un concepto general. Así, el derecho fundamental a un medio 
ambiente sano se interrelaciona con otros principios constitucionales que a 
su vez tutelan otros derechos fundamentales, como es el caso del derecho 
fundamental al desarrollo industrial, mediante la competitividad, el fomento 
del crecimiento económico, el empleo y una más justa distribución del ingreso 
y la riqueza que permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los 
individuos, grupos y clases sociales. 
 
En la Constitución también se exponen otros principios, en el artículo 25 se 
menciona el principio de desarrollo industrial adecuado, en el cual se indica 
que le corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para 
garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la Soberanía de 
la Nación y su régimen democrático. En el párrafo quinte establece en forma 
textual: 
 
“…La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los 
particulares y proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del 
sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, promoviendo la 
competitividad e implementando una política nacional para el desarrollo 
industrial sustentable que incluya vertientes sectoriales y regionales, en los 
términos que establece esta Constitución.” 
 
En tal sentido el Estado debe buscar soluciones jurídicas, normativas y de 
prevención de equilibrio y ponderación para armonizar los derechos 
fundamentales de protección al medio ambiente y al entorno ecológico con el 
derecho fundamental del desarrollo económico e industrial sustentable. Ese 
es el reto de toda autoridad dentro de los tres niveles de gobierno, cumplir 
con el mandato constitucional establecido en el párrafo tercero de la Carta 
Magna que dice:  
 
“…Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad…”. 
 
Por lo que garantizar un derecho fundamental, no significa lesionar otro, dado 
que tienen la misma jerarquía otorgada por el constituyente permanente, y es 
a través de la ponderación de la autoridad debe realizar, en cada caso 
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concreto, en que se determine la inclinación por la armonización o mayor 
protección de algunos de los derechos fundamentales. 
 
En tal sentido no se debe olvidar que la legislación ambiental en México se 
ha desarrollado gradualmente. En 1971 se emite la primera ley ambiental que 
se denominó “Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contaminación 
Ambiental21”, esta Ley y sus reglamentos tuvieron como objetivo la 
prevención, control de la contaminación y el mejoramiento, conservación y 
restauración del medio ambiente, en esta ley no se abordan los problemas 
ambientales de forma profunda, principalmente esta direccionada hacia el 
ámbito de la salud de las personas.  
Posteriormente en 1982, se publica la “Ley Federal de Protección al 
Ambiente22 ”, esta ley inicia bajo el esquema de aplicación del área de salud, 
pero con la reforma de 1984, pasa a la esfera del ambiente bajo el esquema 
de la Secretaría de Desarrollo Urbano y Ecología. En esta ley se introduce el 
artículo 7 en donde se indica que los proyectos de obras públicas o de 
particulares, que puedan producir contaminación o deterioro ambiental, que 
excedan los límites mínimos previsibles marcados en los reglamentos y 
normas respectivas, deberán presentarse a la Secretaría de Salubridad y 
Asistencia, para que ésta los revise y pueda resolver sobre su aprobación, 
modificación o rechazo, con base en la información relativa a una 
manifestación de impacto ambiental, consistente en las medidas técnicas 
preventivas y correctivas para minimizar los daños ambientales durante su 
ejecución o funcionamiento. Es interesante ver que en esta ley se aceptaba 
que los proyectos causaban un daño al ambiente y que para minimizarse se 
tendría que presentar un estudio de impacto ambiental. Fue hasta 1988 
cuando se promulga la Ley General del Equilibrio Ecológico y protección al 
Ambiente, la cual es el punto central de la legislación ambiental en México, 
posteriormente han surgido otras leyes en esta materia como son la Ley 
General de Vida Silvestre, la Ley General de Ley General de Desarrollo 
Forestal Sustentable, la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables, 
la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados y la Ley 
General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos. 
 
 
 
 
 

 
21 Ley Federal para Prevenir y Controlar la Contaminación Ambiental. Publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 23 de marzo de 1971. 272 LEY Federal de Protección al Ambiente. Publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 11 de enero de 1982, con una reforma el 27 de enero de 1984. 
22 IDEM. 
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En tanto, la Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente23, 
la cual es reglamentaria de las disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos que se refieren a la preservación y 
restauración del equilibrio ecológico, así como a la protección al ambiente, en 
el territorio nacional y las zonas sobre las que la nación ejerce su soberanía 
y jurisdicción. Sus disposiciones son de orden público e interés social y tienen 
por objeto propiciar el desarrollo sustentable y establecer las bases para: 
 
 I.- Garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente 
adecuado para su desarrollo, salud y bienestar; 
 
II.- Definir los principios de la política ambiental y los instrumentos para su 
aplicación;  

III.- La preservación, la restauración y el mejoramiento del ambiente; 
 IV.- La preservación y protección de la biodiversidad, así como el 
establecimiento y administración de las áreas naturales protegidas;  
 
V.- El aprovechamiento sustentable, la preservación y, en su caso, la 
restauración del suelo, el agua y los demás recursos naturales, de manera 
que sean compatibles la obtención de beneficios económicos y las 
actividades de la sociedad con la preservación de los ecosistemas;  
 
VI.- La prevención y el control de la contaminación del aire, agua y suelo;  
 
VII.- Garantizar la participación corresponsable de las personas, en forma 
individual o colectiva, en la preservación y restauración del equilibrio 
ecológico y la protección al ambiente;  
 
VIII.- El ejercicio de las atribuciones que en materia ambiental corresponde a 
la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios, bajo el 
principio de concurrencia previsto en el artículo 73 fracción XXIX - G de la 
Constitución; 
 
 
 

 
23 LEY General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 28 de enero de 1988, última reforma publicada DOF el 6 abril de 2010. 
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IX.- El establecimiento de los mecanismos de coordinación, inducción y 
concertación entre autoridades, entre éstas y los sectores social y privado, 
así como con personas y grupos sociales, en materia ambiental, y  
 
X.- El establecimiento de medidas de control y de seguridad para garantizar 
el cumplimiento y la aplicación de esta Ley y de las disposiciones que de ella 
se deriven, así como para la imposición de las sanciones administrativas y 
penales que correspondan. 
 
Y es en esta misma Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al 
Ambiente se define en el artículo 3, párrafo XX, lo que se entiende por 
Impacto Ambiental, que es la modificación del ambiente ocasionada por la 
acción del hombre o de la naturaleza.  
  
Dicha Ley General indica que la Evaluación de Impacto Ambiental se aborda 
en los tres niveles de gobierno, es decir, federal, estatal y municipal. Las 
facultades del ámbito Federal se indican en el artículo 5, en donde en la 
fracción X se indica que la evaluación del impacto ambiental de las obras o 
actividades a que se refiere el artículo 28 de la Ley y, en su caso, la 
expedición de las autorizaciones correspondientes; en el artículo 7 se habla 
de la competencia estatal y con lo que respecta a impacto ambiental en la 
fracción XVI se indica que la evaluación del impacto ambiental de las obras o 
actividades que no se encuentren expresamente reservadas a la Federación, 
por la citada ley general y, en su caso, la expedición de las autorizaciones 
correspondientes, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 35 Bis 2 de 
la Ley. La competencia de los Municipios se indica en el artículo 8, fracción 
XIV que dice que se participa en la evaluación del impacto ambiental de obras 
o actividades de competencia estatal, cuando las mismas se realicen en el 
ámbito de su circunscripción territorial.  
 
Por lo que toca a la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable. México 
a partir de la Constitución Política de 1917, ha contado con siete leyes 
forestales, pero es evidente que, a partir de 1980, la problemática forestal se 
ha recrudecido, por lo que ha sido una temática jurídica de gran relevancia, 
llevando a la publicación de tres leyes forestales en el período comprendido 
de 1986 a 2003. 
 
La Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable tiene como objeto regular 
y fomentar la conservación, protección, restauración, producción, ordenación, 
el cultivo, manejo y aprovechamiento de los recursos forestales del país y sus 
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recursos. Debido a que se requerirá del desarrollo de múltiples actividades se 
toca el impacto ambiental desde varios aspectos.  
 
En primera instancia se considera la realización del Inventario Nacional 
Forestal, para lo cual la Ley en su artículo 45 indica que dentro de la 
información que lo integra se deben incorporar los impactos ambientales que 
se pueden ocasionar en los recursos forestales, este aspecto es muy 
importante ya que es el Inventario el que va a proveer la información del 
estado de los bosques en nuestro país. 
 
Ley General de Vida Silvestre:  
 
Siendo México considerado como uno de los países megadiversos es muy 
importante la presencia de una Ley que regule la protección y conservación 
de la flora y de la fauna que, como elementos de la biodiversidad, representan 
valores éticos, culturales, económicos, políticos, ecológicos, recreacionales, 
educativos y científicos, que han acompañado el desarrollo de la humanidad. 
 En México estaba en vigencia la Ley Federal de Caza desde 1952, y es hasta 
el 2007 que se publica una Ley, con el objeto de conservar y aprovechar la 
vida silvestre y sus hábitats, con la exigencia de obtener niveles óptimos de 
aprovechamiento sustentable, de modo que simultáneamente se logre 
mantener y promover la restauración de la diversidad e integridad, así como 
incrementar el bienestar de los habitantes del país24. 
Es entonces que la Ley General de Vida Silvestre debe considerar los 
impactos ambientales principalmente con respecto a los aprovechamientos 
no extractivos, los cuales comprenden las actividades directamente 
relacionadas con la vida silvestre en su hábitat natural que no impliquen la 
remoción de ejemplares, partes o derivados, y que, de no ser adecuadamente 
reguladas, pudieran causar impactos significativos sobre eventos biológicos, 
poblaciones o hábitat de las especies silvestres. 
 
Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos: 
 
La Ley publicada en el 2003 tiene por objeto protección al ambiente en 
materia de prevención y gestión integral de residuos. Los impactos 
ambientales son considerados en el tema de reciclaje de residuos, el cual 
como lo indica el artículo 57, se deberá desarrollar de conformidad con las 
disposiciones legales en materia de impacto ambiental, riesgo, prevención de 
la contaminación del agua, aire y suelo y otras, que resulten aplicables. 
 

 
24 IDEM. CARMONA, L. Ma. Del Carmen. Derechos en relación con el medio ambiente. 
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b) Análisis del daño ambiental25. 
 

La historia del hombre nos muestra que muy pronto aprendió a utilizar el 
ambiente que lo rodeaba, y también aprendió a modificarlo para satisfacer 
sus requerimientos. El aumento de la población de humanos se ha 
incrementado intensamente en los últimos 40 años, y los recursos que se 
tienen hoy día para satisfacer las necesidades de esa población son cada vez 
menos disponibles, ya sea por su agotamiento, por su modificación o por su 
contaminación. 
 
 Estos requerimientos cada vez más intensos han ocasionado que se tengan 
que talar bosques para ampliar la frontera agropecuaria26, lo que ha 
contribuido no solamente a la perdida de los bosques, sino a la perdida de las 
especies que ahí habitan y de las funciones o servicios que presta. Los 
bosques abarcan el 31% de la tierra, lo que significa que se tienen 4,000 
millones de hectáreas, que corresponde a cerca de 0.6 hectáreas per 
cápita27.  
Los cinco países con mayor riqueza forestal son: La Federación de Rusia, 
Brasil, Canadá, Estados Unidos de América y China, y representan el 54% 
de los bosques del mundo28. La deforestación, principalmente la conversión 
de los bosques tropicales en tierras agrícolas continúa siendo elevado en 
muchos países, a un ritmo de 13 millones de hectáreas anuales29 en la 
presente década, en comparación de los 16 millones en la década pasada. 
Uno de los factores que ha frenado la tendencia de perdida de bosques es el 
establecimiento de áreas protegidas, lo cual abarca cerca del 13% de los 
bosques del mundo, y cerca del 8% de las áreas forestales se han dirigido a 
la protección del suelo y del agua, protección contra avalanchas, 
estabilización de dunas, lucha contra la desertificación o protección de zonas 
costeras, el área para servicio social abarca el 4%, y el área de producción y 
usos múltiples abarca el 54%, se tiene un 7% para usos diversos y un 16% 
que no se conoce su función30.  
 
Con la aparición de los diferentes instrumentos jurídicos para la protección 
del ambiente, dentro de los que se encuentran las diversas leyes, no se ha 

 
25 Idem. Silva Torres, Beatriz Adriana. Tesis que para obtener el grado de Doctor en Derecho Presenta. 
26 Idem.  
27 Idem.  
28 Idem. CARMONA, L. Ma. Del Carmen. Derechos en relación con el medio ambiente. 
29 Idem. 
30 Idem. Silva Torres, Beatriz Adriana. Tesis que para obtener el grado de Doctor en Derecho Presenta. 
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logrado desacelerar el deterioro ambiental; el crecimiento de las ciudades, el 
aumento de contaminantes que se descargan al ambiente, el agotamiento 
de las tierras, la contaminación del ambiente y los mantos acuíferos, etc. 
Modificaciones al medio que se van acumulando, y al ir efectuando 
recapitulaciones periódicas, encontramos que los ambientes han sido 
modificados, que las funciones de los ecosistemas se han modificado o 
desaparecido y que muchas especies vegetales o animales, ya no 
encuentran las condiciones adecuadas para su óptimo desarrollo. La crisis 
ambiental ha venido a cuestionar la racionalidad del equilibrio y límites de los 
derechos fundamentales de la persona a vivir en un medio ambiente sano y 
a la salud, con el derecho fundamental al desarrollo económico y social, 
considerando que se ha priorizado éste, sobre aquellos. Surgiendo así el 
paradigma teórico que han impulsado y legitimado el crecimiento económico, 
negando categóricamente la prioridad sobre la protección a la naturaleza. 
Asimismo, ha hecho evidente la irracionalidad ecológica de los patrones 
dominantes de producción en la industria y consumo.  

En tal sentido, las causas directas del deterioro ambiental infligida por el 
hombre tienen también efectos secundarios, que son en muchas ocasiones 
más difíciles de predecir y controlar. Por ejemplo, al deforestar los cerros, se 
ocasiona inestabilidad de los suelos, y cuando se presentan lluvias intensas, 
las laderas de estos cerros ceden y se deslavan, provocando graves daños a 
las personas y al medio ambiente como tal. Cada vez es más frecuente 
observar que se desarrollan asentamientos humanos en sitios cuyas 
condiciones no son las adecuadas, y es muy breve el lapso antes de que 
estos asentamientos se vean afectados31. 
 
Es evidente que cada vez encontramos más síntomas de deterioro del 
planeta, altos niveles de contaminación del aire y del agua, cada año tenemos 
menos superficies boscosas, y de acuerdo con la IUCN304, en los últimos 
500 años se han extinguido 811 especies, incluyendo 331 vertebrados, 388 
invertebrados y 92 plantas. La misma IUCN, incluye 11,167 especies bajo 
algún estatus de protección, debido a la probabilidad de su extinción por 
actividades humanas directas o indirectas. Es evidente que es necesario 
conocer más profundamente las fuentes de daño y la manera de contenerlas, 

 
31 Existen casos de deslaves de cerros completos que han sepultado a poblaciones con mayor frecuencia en 
Latinoamérica y en particular en México. Consultable en: 
https://www.elsoldeacapulco.com.mx/local/estado/pueblos-indigenas-incomunicados-por-deslave-de-cerros-
8952370.html 
https://www.capital21.cdmx.gob.mx/noticias/?p=26581 
https://www.youtube.com/watch?v=Cl05DPu1nE0 

https://www.elsoldeacapulco.com.mx/local/estado/pueblos-indigenas-incomunicados-por-deslave-de-cerros-8952370.html
https://www.elsoldeacapulco.com.mx/local/estado/pueblos-indigenas-incomunicados-por-deslave-de-cerros-8952370.html
https://www.capital21.cdmx.gob.mx/noticias/?p=26581
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o al menos desacelerar las tendencias, para poder seguir conservando la 
naturaleza de nuestro planeta32. 
 
Daño Ambiental: 
 
A este respecto señala BORJA33 que “Imbricada en la significación que 
vivifica la expresión daño, está la idea de detrimento, menoscabo, lesión, 
perjuicio, etcétera, y en tal sentido el uso corriente de la palabra satisface la 
necesidad del lenguaje como instrumento o medio de transmisión del 
pensamiento, al menos en su forma más usual” según los teóricos, el daño 
en su acepción más general es la expresión que alude al detrimento 
menoscabo, lesión o perjuicio que de cualquier modo se provoca, así como 
también aquel que ocasiona una persona a otra que no implica en su 
conducta culpa o dolo. Los autores que han estudiado la naturaleza jurídica 
del daño ambiental y coinciden con esta apreciación, así GOLDENBERG Y 
CAFFERATA34 conceptualizan al daño ambiental como un daño diferente, 
pues implica una inevitable transformación del entorno.  
 
Recientemente se ha visto que ha aumentado el deterioro del medio ambiente 
provocado por actividades humanas. Cada día es más común enterarse en 
las noticias de sucesos en donde, no solo se menoscaba el entorno, sino que, 
a la vez se generan daños a la salud de los pobladores y a sus propiedades. 
Para poder definir el término jurídico de daño ambiental, es necesario 
primero, desarrollar el significado de los conceptos "daño" y "ambiente”. De 
acuerdo con la Real Academia Española de la Lengua,35 daño proviene del 
latín damnum y significa el efecto de dañar y dañar proviene del latín 
damnāre, que es condenar; una segunda acepción es causar detrimento, 
perjuicio, menoscabo, dolor o molestia; una tercera acepción es maltratar o 
echar a perder algo.  
 
Asimismo, tenemos que detrimento proviene del latín detrimentum que es una 
destrucción leve o parcial; perjuicio proviene del latín praeiudicĭum que es el 
efecto de perjudicar, de causar menoscabo. Al estar considerando el daño al 
ambiente se tiene que Ambiente proviene del latín ambĭens, -entis, que 
significa que rodea o cerca, una segunda acepción es: condiciones o 

 
32 Idem. Silva Torres, Beatriz Adriana. Tesis que para obtener el grado de Doctor en Derecho Presenta. 
33 Idem. 
34 WORLD CONSERVATION UNION 305BORJA-SORIANO Manuel. Teoría general de las obligaciones. 14a. 
edición. México, Porrúa., t. II. 1995. 732 págs. 306GOLDENBERG, H. Isidoro. and N. A. CAFFERATTA. 2001. 
Daño Ambiental. Problemática de su determinación causal. Ed Abeledo Perrot. 142 págs. 
 
35 Diccionario de la Real Academia.  
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circunstancias físicas, sociales, económicas, etc., de un lugar, de una 
reunión, de una colectividad o de una época36. 
 
En tanto medio ambiente se describe como el conjunto de circunstancias 
culturales, económicas y sociales en que vive una persona37. En Biología es 
el conjunto de circunstancias exteriores a un ser vivo, así como las 
definiciones para los mismos conceptos que se presentan en inglés38 en la 
literatura sobre el tema. En tal sentido daño de manera general, es “todo 
menoscabo material o moral causado contraviniendo una norma jurídica, que 
sufre una persona y de la cual haya de responder otra”. La conciencia de la 
obligación de reparar el daño causado en la persona o bienes de otro es tan 
antigua como el hombre mismo.  
 
En la etapa primitiva encontramos el Código de Hammurabi39, que tiene entre 
sus capítulos, uno referente a los delitos y su composición. En la antigua 
Roma, en el año 287 a. c., en los comicios de la plebe y a propuesta del 
tribuno Aquilio se dictó una ley que tenía por objeto regular la reparación del 
daño causado a otro, esta ley constituye un gran aporte pues estableció tres 
delitos privados: fortum, injuria y damnum, que trajeron consigo un hito 
fundamental en la responsabilidad civil o aquilina.  
 
Posteriormente en la edad media se estableció un principio general de 
responsabilidad civil, ampliamente formulado por LOIS DE DOMAT “Todas 
las pérdidas y todos los daños que se puedan acaecer por el hecho de alguna 
persona, su imprudencia, ligereza, ignorancia de los que se debe saber, u 
otras culpas semejantes, por ligeras que puedan ser, deben ser reparadas 
por aquel cuya imprudencia u otra culpa haya dado lugar. Porque es un daño 
el que ha hecho incluso aunque no hubiera tenido intención de perjudicar. La 
falta de no pagar una obligación, es así mismo, una culpa que puede dar 
ocasión de daños y perjuicios, por los que estará obligado”.  
 

 
36 Idem. 
37 Idem. Silva Torres, Beatriz Adriana. Tesis que para obtener el grado de Doctor en Derecho Presenta. 
37 Idem. 
38 En el diccionario Merriam-Webster son: “Damage: loss or harm resulting from injury to person, property, or 
reputation”38; una segunda acepción es “Compensation in money imposed by law for loss or injury”. Asimismo, 
se define “Environment: the circumstances, objects, or conditions by which one is surrounded”; una segunda 
acepción es: “the complex of physical, chemical, and biotic factors (as climate, soil, and living things) that act 
upon an organism or an ecological community and ultimately determine its form and survival” 
39 Lara, P. Federico. Código de Hammurabi. Ed. Nacional. Madrid, España. 1982. 496 págs. 312 NUEVO 
DICCIONARIO JURÍDICO MEXICANO. Tomo D-H. Instituto de Investigaciones Jurídicas. Ed. Porrúa-UNAM. 
2000, p.967. 313 LOIX CIVILES, Libro II, Título VIII, Sección IV. 
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Así, la responsabilidad jurídica de reparar los daños supone, pues, 
necesariamente la existencia de un perjuicio. Pero los perjuicios que 
perturban el orden social pueden ser de naturaleza muy diversa. Se puede 
afectar a la sociedad o a una persona determinada y a veces a ambas, de tal 
forma que la responsabilidad se divide en civil y penal. Todo esto contribuye 
a perfilar el concepto jurídico del daño, la noción del “interés” por el cual se 
entiende el daño abstracto, es decir, la diferencia de valoración del daño para 
el patrimonio lesionado, que es el valor subjetivo pretium singulare de 
negocios, de un hecho ilícito, de un delito, o de un mandato legal por causas 
objetivas. Por ello, todo hecho ilícito del hombre que cause un daño a otro, 
impone la obligación de repararlo. Si el daño se ha producido con dolo, estará 
tipificado como delito e integrará el ordenamiento jurídico-penal. En el 
Derecho mexicano son elementos de la responsabilidad civil la comisión del 
daño, la culpa y la relación de causa a efecto entre el hecho y el daño. Toda 
responsabilidad civil supone en primer término que se cause un daño, si no 
existiera el daño en la más amplia acepción de la palabra, es evidente que 
para el derecho civil no puede existir responsabilidad.40 
 
En Derecho civil la obligación de reparar el daño que resulta de un hecho 
ilícito, cuando este hecho causa un daño, (responsabilidad subjetiva), o uso 
de instrumentos, en sí mismos, peligrosos sin el debido cuidado 
(responsabilidad objetiva). En el Código Civil41, en el artículo 2108, se 
menciona que “Se entiende por daño la pérdida o menoscabo sufrido en el 
patrimonio por la falta de cumplimiento de una obligación”, mientras que en 
el artículo 1910 se indica “El que obrando ilícitamente o contra las buenas 
costumbres cause daño a otro, está obligado a repararlo, a menos que 
demuestre que el daño se produjo como consecuencia de culpa o negligencia 
inexcusable de la víctima”. 
 
En todo caso la responsabilidad objetiva o subjetiva están relacionadas con 
la producción de un daño. El daño, según la definición dada por Karl Larenz 
“es la alteración desfavorable de las circunstancias que a consecuencia de 
un hecho determinado se produce contra la voluntad de una persona, y que 
afecta a los bienes jurídicos que le pertenecen, sean estos respecto de su 
personalidad, libertad, honor o patrimonio”. ENNECCERUS señalaba que 
constituía una aspiración en la evolución del derecho moderno que en general 
el hombre responda de todo daño, incluso el no culpable, que traiga tras de 
sí su acto, esto es, que responda, aunque haya ejecutado un acto con 

 
40 ROJINA, V. Rafael. Derecho Civil Mexicano. Tomo quinto, Vol II. 9ª. Ed. Ed. Porrúa.. 2003. Pág. 119. 317 
CÓDIGO CIVIL FEDERAL. Diario Oficial de la Federación. Publicado en cuatro partes los días 26 de mayo, 14 
de julio, 3 y 31 de agosto de 1928. Ultima reforma 13 de abril de 200. 
41 Código Civil Federal. 
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prudencia y sin posibilidad de prever el resultado dañoso. Esto, por cierto, se 
opone con la concepción tradicional en materia de responsabilidad subjetiva 
que sólo obliga a indemnizar los daños causados culpablemente, como es 
recogido en términos generales por muchas legislaciones. Asimismo, se han 
hecho cambios importantes en la concepción de la responsabilidad civil con 
respecto al daño, el cual se ha transformado en su eje. El daño, en algunos 
casos, ha perdido su carácter individual, ya sea en su sentido abstracto o 
subjetivo (basado fundamentalmente en la diferencia entre el patrimonio 
perjudicado antes y después del menoscabo a indemnizar) o concreto (que 
atiende al menoscabo que el perjudicado haya realmente sufrido) y ha pasado 
a ser social. El daño social se traduce en la influencia del suceso dañoso 
sobre terceros que no han participado en los sucesos o no han sido partes en 
la contratación, lo que le da cierto carácter supraindividual. Siempre habrá 
daño social cuando existan intereses colectivos o supraindividuales 
menoscabados. Ejemplo de esto importa la creciente extensión de la 
indemnización de los llamados daños colectivos o daños a intereses difusos, 
que incide en una colectividad y cuyos miembros lo soportan como parte del 
grupo42. 
Por su parte, en Derecho penal se entiende por daño el detrimento causado 
dolosamente en cosa ajena o en cosa propia: en este caso siempre que se 
configure perjuicio a un tercero. La responsabilidad penal se basa en un daño 
causado a la sociedad. En el Código Penal43 en el artículo 399 se indica que 
“Cuando por cualquier medio se causen daño, destrucción o deterioro de cosa 
ajena, o de cosa propia en perjuicio de tercero, se aplicarán las sanciones del 
robo simple”. La importancia que genera la responsabilidad subjetiva y el 
daño como elemento inherente a ella, conlleva a que todos los autores que 
tratan el tema, coinciden al señalar el gran desarrollo que ha tenido esta 
materia durante la época contemporánea; y en forma muy especial la 
presencia de un nuevo daño como lo el daño generado al medio ambiente y 
la responsabilidad civil que genera en ello.  
 
En este orden de ideas, al medio ambiente lo podemos catalogar como un 
bien jurídico desprotegido en cierto modo o no con suficiencia, por la falta de 
una delimitación exacta de normas jurídicas que lo regulen en las leyes de la 
materia y en los códigos penales, por lo que ante esta carencia es inminente 
recurrir para su protección y reparación, a instituciones y mecanismos 
contemplados por el Derecho en general. La naturaleza de esta clase de 
daños permite que la responsabilidad civil objetiva sea la más generalizada 
en su aplicación con miras a su reparación.  

 
42 Idem. ROJINA, V. Rafael. Derecho Civil Mexicano. 
43 Código Penal Federal. 
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En la ley española 26/2007, se define al daño medioambiental como “Los 
daños a las especies silvestres y a los hábitat, es decir, cualquier daño que 
produzca efectos adversos significativos en la posibilidad de alcanzar o de 
mantener el estado favorable de conservación de esos hábitat o especies”, 
también se hace referencia a los daños a las aguas, ribera del mar, suelo44, 
en la ley se presenta una segunda acepción “El cambio adverso y mensurable 
de un recurso natural o el perjuicio de un servicio de recursos naturales, tanto 
si se produce directa como indirectamente”. Como puede ser observado, 
quedan incluidos en el concepto de daño aquellos daños medioambientales 
que hayan sido ocasionados por los elementos transportados por el aire. 
 
Características del daño ambiental: 
 
Como en toda evolución el tratamiento de daños medio ambientales se ha 
enfrentado con problemas, principalmente por la actitud de cambio, por lo 
cual, continuamente surgen problemas, debido a las características 
específicas de estos daños, considerados como continuados, sociales y 
futuros; por la indeterminación de los sujetos agentes del daño o lesionados; 
por la necesidad de obviar el requisito de culpa al momento de establecer la 
obligación de reparación, tendiendo a la adopción del sistema de 
responsabilidad objetiva; por la dificultad de reparación ante la imposibilidad 
práctica de una cuantificación real de los daños causados y las elevadas 
cuantías a que estos ascienden; y, por las dificultades procesales ante la falta 
de acciones ágiles y efectivas para la cobertura de los daños y la protección 
de los intereses difusos o colectivos.  
 
Así se considera que el daño ambiental es producido por conductas 
humanas que contaminan o degradan el medio ambiente. La 
degradación ambiental se entiende como la disminución o el desgaste 

 
44 b) Los daños a las aguas, entendidos como cualquier daño que produzca efectos adversos significativos tanto 
en el estado ecológico, químico y cuantitativo de las masas de agua superficiales o subterráneas, como en el 
potencial ecológico de las masas de agua artificiales y muy modificadas. A tales efectos se estará a las 
definiciones que establece la legislación de aguas. No tendrán la consideración de daños a las aguas los efectos 
adversos a los que le sea de aplicación el artículo 4.7 de la Directiva 2000/60/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de 
la política de aguas. c) Los daños a la ribera del mar y de las rías, entendidos como cualquier daño que produzca 
efectos adversos significativos sobre su integridad física y adecuada conservación, así como también aquéllos 
otros que impliquen dificultad o imposibilidad de conseguir o mantener un adecuado nivel de calidad de aquélla. 
d) Los daños al suelo, es decir, cualquier contaminación del suelo que suponga un riesgo significativo de que 
se produzcan efectos adversos para la salud humana o para el medio ambiente debidos al depósito, vertido o 
introducción directos o indirectos de sustancias, preparados, organismos o microorganismos en el suelo o en el 
subsuelo.” 
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de los elementos que componen el medio ambiente, como lo serían a 
manera de ejemplo, la tala de un bosque o el desecamiento de un manglar. 
Ahora bien, por contaminación entendemos la presencia en el medio 
ambiente de uno o más contaminantes45, o combinación de ellos, en 
concentraciones tales y con un tiempo de permanencia tal, que causen en 
dicho ambiente características negativas para la vida humana, la salud y 
el bienestar del hombre, la flora y la fauna, o produzcan en el hábitat de 
los seres vivos, aire, agua, suelos, paisajes o recursos naturales en 
general, un deterioro importante. 
 
Existen dos tipos de contaminación: a) la primera, la contaminación 
degradadora de elementos naturales del ambiente y; b) la segunda, la 
contaminación degradadora de los elementos culturales del ambiente. 
Dentro de la primera clasificación encontraríamos la contaminación de las 
aguas, aire, suelo y subsuelo, en la agricultura, residuos por basuras, sólidos, 
líquidos o gaseosos, sonora o acústica, térmica, radioactiva, 
electromagnética. Dentro de la contaminación degradadora de los elementos 
culturales se tiene a: la contaminación paisajística (belleza escénica), la 
contaminación que degrada o destruye las creaciones científicas, artísticas o 
tecnológicas, la contaminación que afecta al patrimonio cultural y 
arqueológico. 
 
Además de los anterior, de acuerdo con González-Márquez46, los daños al 
ambiente pueden resultar de una causa abrupta, repentina, fruto de una 
causa localizada y única, siendo ejemplo de esto los accidentes, los desastres 
naturales o daño provocado; asimismo los daños al ambiente pueden ser 
resultado de causas difusas, acumulativas o sinérgicas, fruto de la 
continuidad en el tiempo o de la reacción de otras sustancias, a esta última 
se podría añadir la aportación masiva de un contaminante, por ejemplo, las 
descargas al ambiente por automóviles. El daño ambiental siempre recaerá 
sobre algún o algunos elementos que componen el ambiente, pudiendo 
también incidir sobre bienes directos o los intereses individuales 
jurídicamente protegidos47. De esta manera el daño ambiental presenta un 

 
45 GONZÁLEZ M., José Juan. 2002, p. 83-84. Un contaminante puede ser una sustancia extraña al medio que 
se describa, también puede referirse a sustancias naturales que presenta cantidades excedentes a su nivel 
natural. Las sustancias pueden ser químicas o biológicas, pero también se pueden considerar a la energía, los 
sonidos, el calor o la luz.   

 
46 Idem.  
47MONTEIRO, DA S. Danny. Daño ambiental e sua reparacao. Juruá Editora. 2006. 399 págs. 327 MONTEIRO, 
DA S. Danny. 2006. Op. cit., p. 96-97. 328 CABANILLAS-SÁNCHEZ, Antonio. La reparación de los daños al 
medio ambiente. Navarra, Aranzadi. 1996. Pag 19, 329 GARRIDO, C. Lidia. Los daños colectivos y la 
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horizonte muy amplio de aplicación, González-Márquez, menciona que el 
daño ambiental desborda el conflicto entre el causante y la persona o los 
bienes de una víctima para amenazar un patrimonio colectivo. En su texto 
hace referencia a Cabanillas Sánchez, indicando que se han multiplicado 
las causas de atentados al medio ambiente lo que ha ampliado el elenco 
de responsabilidades potenciales de la contaminación, también cita a 
Garrido Cordobera exteriorizando la gran complejidad del concepto del 
daño ambiental, mencionando que se puede considerar a este de interés 
colectivo, ya que afecta a comunidades de individuos e incluso rebasa 
fronteras. Lucía Gomis menciona que al daño ambiental habría que verlo 
como “Daño Ecológico Puro”, es decir ajeno a cualquier connotación 
personal, patrimonial o económica. 
 
Como establece Aquilino Vázquez García 48, el daño ambiental posee una 
serie de características específicas, entre las que se menciona que es 
irreversible, es acumulable, es difuso, tanto por la forma de exteriorizarse 
como por la forma en que se determina la relación causa-efecto, es colectivo, 
pues puede presentar una pluralidad de autores, de víctimas o de ambos; es 
consecuencia de los procesos tecnológicos; carece de espacialidad 
determinada; se presenta en dos ámbitos al afectar los derechos subjetivos 
de individuos determinados y el interés común de la sociedad.  
Actualmente, hay serias debilidades para diagnosticar adecuadamente las 
actividades que pueden producir daños al ambiente, las consecuencias que 
ocasionan, cuáles recursos y procesos se afectan, cómo se afecta el flujo de 
beneficios sociales y cuáles son los costos de restauración del proceso o 
recurso afectado. Esta falta de información y de métodos, impide 
responsabilizar administrativa, civil o penalmente, justamente, a los actores 
del daño ambiental causado y los costos en que debe incurrir el afectado. 
 
Conceptualmente, el daño ambiental se define como una acción o actividad 
que produce una alteración desfavorable en el medio natural. Esta acción 
provoca un cambio en la condición de los recursos afectados, pasando de un 
estado de conservación a otro más deteriorado. Por lo anterior, es pertinente 
que al realizar la valoración del daño se conozca el estado de conservación 
del recurso antes y después de la alteración. El causante del daño será 

 
reparación. Ed. Universidad. Buenos Aires, Argentina. p 158. 1993. 330. GOMÍS, C. Lucia. “Estrategia 
comunitaria en materia de responsabilidad por daños al medio ambiente”. En: Revista Mensual de Gestión 
Ambiental, Núm. 19. Julio 2000. Pag 64-65. 
48VÁZQUEZ G. Aquilino. La Responsabilidad por Daños al Ambiente. Memorias del Segundo Encuentro 
Internacional de Derecho Ambiental; México, 2004. 20 págs. 332 BARRANTES, M. Gerardo. “Evaluación 
Económica- Ecológica. La doble dimensión del daño ambiental”. En: Revista Gerente No. VI: 1-5. Costa Rica. 
2002. 
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responsable por el cambio ocasionado al recurso natural, en lo que sea 
atribuible a su actividad. Este cambio ocasionado será el objeto de análisis 
del daño en términos de la manifestación, la magnitud, los efectos, las causas 
y los agentes implicados; lo que sirve de base para la valoración total del daño 
ambiental ocasionado.  
 
Hay una diversidad de acciones que pueden provocar alteraciones a la 
condición de los recursos naturales: contaminación, introducción de 
organismos exóticos, deforestación, incendios, industria extractiva, 
modificación del paisaje, modificación del régimen hídrico, cambio en el uso 
del suelo, entre otros. Un caso sobresaliente fue el sucedido en 1989, cuando 
el barco petrolero Exxon Valdez golpeó un arrecife de las costas de Alaska 
en horas tempranas del 24 de marzo. El derrame de petróleo producido se 
estimó en casi 41 millones de litros de crudo cubriendo una superficie de 755 
Km2. Resultante de este derrame se produjo un fuerte daño al ecosistema el 
estimado de animales muertos es de varios cientos de miles entre aves, 
nutrias, ballenas, leones marinos. Se estima que los dueños de Exxon han 
pagado cantidades muy fuertes por los daños producidos, la EPA reporta 
cerca de un billón de dólares en diferentes indemnizaciones. Este suceso 
desencadeno una fuerte presión social, que va más allá de la evaluación de 
daños, la reparación y las indemnizaciones, resultado de esta presión CERES 
que son una red nacional de los inversionistas, de las organizaciones 
ambientales y otros grupos de interés público trabajando para tratar desafíos 
de la sustentabilidad, publicara en 1989 un código denominado Principios 
Valdez49, los que se han convertido en norma de conducta para proteger el 
ambiente. Los principios son los siguientes:  
 
1. Protección de la biosfera.  
2. Uso sostenible de los recursos naturales. 
 3. Reducción y gestión responsable de los residuos.  
4. Utilización prudente de la energía.  
5. Reducción del riesgo.  
6. Comercialización de productos y servicios seguros.  
7. Indemnización de daños.  
8. Hacer pública la información medioambiental. 
 9. Nombramiento de directores y gerentes medioambientales, y fijación de 
compromisos de recursos de gestión.  
10.Evaluación y auditorias medioambientales anuales. 
 

 
49SANYAL, N. Rajib and J.S. Neves. “The Valdez Principles: Implications for Corporate Social Responsibility”. 
En: Journal of Business Ethics 10: 883-890. 1991. 337 KISS, Ch. Alexandre and S. DINAH. International 
Environmental Law. Nueva York, Transnational Publishers, Inc., 354 págs. 1991. 
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Evaluación Ambiental del Daño: 
 
Como señala KISS 50: “Al evaluar o medir los daños existe una gran cantidad 
de incertidumbre debido a que los elementos del ambiente no son vistos con 
un valor económico, por lo que permanecen fuera del mercado. Por ejemplo, 
se pueden tener amplias divergencias en la valoración de las aves marinas 
que murieron por un derrame de petróleo o el valor estético de una costa 
limpia. En otros casos los daños pueden ser estimados acordes a la 
aceptación de la jurisprudencia en otros campos, incluyendo elementos tales 
como el valor de la propiedad y su depreciación debida a la contaminación o 
a la pérdida de un negocio por humos o ruidos”. De acuerdo a DASGUPTA 
51, el valor que se debe calcular debe ser utilitario (Ej. del plankton, que se 
puede consumir, sirve de alimento a los peces y brinda servicio ambiental), y 
podría ser sensible (Ej. brinda un paisaje), o ser intrínseco (son animales y 
plantas). La medición de los recursos se realiza en diferentes formas como 
en unidades de masa (Ej. unidades de masa de un bosque, residuos de 
cosechas), en números (Ej. tamaño de una planta), en volumen (hectáreas 
de un recurso), en índices (Ej. indicadores de calidad de agua), etc. Para la 
valoración económica de un daño ambiental, es necesario tomar en cuenta 
los valores de uso de ese bien y otros valores. Dentro de estos últimos, 
normalmente se suelen incluir valores estéticos o de recreación y valores 
inherentes (como fuente de protección de cuencas, por ejemplo, relevantes 
para el calentamiento del planeta). En general los economistas manejan la 
ecología de poblaciones o a los ecosistemas en términos del estado de las 
variables que están involucradas en un sistema complejo, pudiendo incluirse 
variables de manejo de ecosistema con variables de procesos de 
contaminación, lo que sugiere que se considera a la naturaleza como un gran 
capital acumulado. 
 
La economía ambiental y la ecología económica han diferido principalmente 
en el marco teórico básico que han utilizado para analizar la dinámica humano 
economía-ambiente. En un principio se manejan premisas básicas de la 
economía neoclásica como el individualismo metodológico, racionalidad, 
marginalismo, criterios de eficiencia y modelos generales del equilibrio 
ambiental; recién se han adoptado otros criterios basados en variables 
ambientales y en modelación ecológica. Más precisamente la economía 
ambiental asume que los temas ambientales formen parte de temas 
económicos y por lo tanto, estos temas podían ser analizados por la variedad 

 
50 Citado por GARCÍA LÓPEZ, Tania. “El principio de la reparación del daño ambiental en el derecho 
internacional público. Una aproximación a su recepción por parte del derecho mexicano”. En: Anuario Mexicano 
de Derecho Internacional. Volumen VII 2007. 32 págs. 
51 IDEM. 
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y conjunto de las herramientas, así como basado en los principios 
económicos neoclásicos sin alterar la estructura fundamental de ellos. La 
economía ecológica, por otra parte, desafía completamente la postulación 
acerca de la maleabilidad de los modelos neoclásicos, con respecto a los 
recursos naturales aun cuando algo muchos autores han usado modelos 
neoclásicos en sus análisis. Los economistas ecológicos tratan el sistema 
económico como una estructura disipativa o un subsistema del ecosistema, 
lo cual es mucho más complejo de entender por sus propias características. 
 
Así, la economía ambiental depende de las preferencias individuales basando 
la valuación económica en una condición que es antropocéntrica por 
naturaleza, mientras que la economía ecológica, maneja un valor económico 
crítico, ponderando valores alternativos para alcanzar los precios del 
ecosistema. Actualmente no existe consenso no sólo en las técnicas de 
evaluación que se utilizarán para estimar los valores económicos, sino 
también en el valor económico como tal. La economía ambiental ha 
demostrado tener un rigor analítico y ser más eficaz en influenciar la 
formulación de normas. La economía ecológica todavía no ha proporcionado 
un marco teórico concreto que pueda ser aceptado y adoptado para tratar los 
temas ecológicos. Cuando se piensa en estimar el valor de los recursos 
naturales, se debe tener presente la existencia de dimensiones de análisis 
diversas y complementarias. Es habitual que la bibliografía que trata la 
materia no sea clara a la hora de diferenciar entre el valor del ambiente y su 
valor económico. 
Esta puntualización es necesaria ya que entre los valores del ambiente 
existen dimensiones de la valoración social, espiritual, cultural que no pueden 
o no deberían ser reducidas a expresiones monetarias. Sobre esta base de 
pensamiento se sustenta la visión de algunas corrientes de economistas que 
sostienen la necesidad de poner límites externos a la economía dada la 
imposibilidad actual de los métodos de valoración disponibles de capturar y 
reflejar estos valores. Una forma de conceptualizar el problema de la 
valoración de los bienes y servicios ambientales es a través del uso del 
concepto de precios ecológicamente corregidos, entendiéndose por tales a 
aquellos precios de mercado a los que se les ha introducido un factor de 
corrección que toma cuenta de los costos ambientales no contabilizados. 
SANDMO52 menciona que es claro que el deterioro ambiental reduce la 
calidad de vida, y que además de efectuar una valoración estrictamente 
monetaria del ambiente se debe referir a evaluación no económica como 
serían los bienes y servicios que el ambiente produce. Menciona que al 

 
52 SANDMO, Agnar. Striking the balance: economics and the environment. Annual Conference of the Academia 
Europea, Graz, 11-13 september 2003. 



 

26 
 

ambiente nos proporciona bienes, como un ejemplo nos indica al clima, aire, 
agua, diversidad biológica, si estos bienes se ven afectados por decisiones 
privadas deberá verse como externalidades, así mismo menciona que 
cualquier daño al ambiente podría reducirse por la aplicación de impuestos o 
la aplicación de políticas adecuadas.  
 
Reconoce que un gran problema radica en la evaluación del ambiente tanto 
en los beneficios que produce como en los daños que se le infieren, y también 
reconoce que hay varios métodos que se pueden aplicar para esta evaluación 
considerando que estos métodos subvalúan la actividad. A este respecto 
Ojeda Mestre 53, indica que se debe buscar un instrumento económico de 
política ambiental que involucre un método para internalizar los costos 
ambientales. En los Estados Unidos de Norteamérica se ha desarrollado un 
concepto conocido como el de hábitat equivalente que es derivado del 
programa conocido como Natural Resources Damage Assessments (NRDAs) 
El Análisis de la Equivalencia del Hábitat referido comúnmente como HEA, es 
un método para cuantificar las pérdidas en los recursos naturales y calcular 
la magnitud de la restauración o compensación requerida para subsanar el 
daño, específicamente, calcula el recurso natural y el servicio ambiental 
asociado. 
 
Existen otros métodos de valoración, que se pueden agrupar en: métodos de 
valoración a precios de mercado, incluyendo la estimación de beneficios de 
consumo y producción de subsistencia; métodos de mercados sustitutos, 
incluyendo el modelo del costo de viaje, modelos hedónicos y modelos de 
bienes sustitutos; método de la función de producción, los cuales se centran 
en relaciones biofísicas entre las funciones ambientales y las actividades de 
mercado; métodos de preferencias expresadas, principalmente el método de 
valoración contingente y sus variantes; y los métodos basados en costos, 
incluyendo el método de los costos de reposición y gastos defensivos. 
  
Los métodos de valoración más sencillos son aquellos que se basan en los 
precios de mercado. Muchos de los bienes y servicios proveídos por el agro 
son comercializados (madera, leña, carne, pescado, minerales, productos 
agrícolas) ya sean en mercados locales o internacionales. Así, los precios de 
mercado pueden ser utilizados para construir cuentas financieras para 
comparar los costos y beneficios de las alternativas del uso de la tierra. Los 
precios son obtenidos en el mercado a través de la interacción entre los 
consumidores y productores sobre la demanda y oferta de los bienes y 

 
53 OJEDA MESTRE, Ramón. La Responsabilidad por el Daño Ambiental. En: Memorias del Segundo Encuentro 
Internacional de Derecho Ambiental. SEMARNAT-INE-PNUMA. 2004. 654 págs. 
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servicios. Cuando se utilizan precios de mercado en una valoración financiera 
es importante determinar el mercado apropiado.  
 
Un segundo grupo de métodos se basa sobre el hecho de que algunos 
beneficios de los servicios ambientales pueden ser reflejados indirectamente 
en el gasto del consumidor, en los precios de mercado de bienes y servicios, 
o en el nivel de productividad de algunas actividades del mercado. Estos 
métodos se basan en sofisticadas técnicas estadísticas, tales como, los 
modelos de precios hedónicos y el costo de viaje, así como en técnicas más 
sencillas como el método de bienes sustitutos. La base teórica para todos 
estos enfoques es la función de producción de hogares, las cuales describen 
cómo los consumidores intentan maximizar su bienestar mediante el reparto 
del tiempo y recursos para diferentes actividades. El método del costo de viaje 
(MCV) está basado en el supuesto que los consumidores valoran un servicio 
ambiental en no menos que el costo de acceso al recurso, incluyendo todos 
los costos directos del transporte, así como también el costo de oportunidad 
del tiempo gastado en viajar al sitio (por ejemplo, ingresos perdidos). Este 
método basado en encuestas ha sido utilizado extensivamente, 
especialmente en países desarrollados, con la finalidad de estimar los 
servicios ambientales proveídos por los sitios de recreación (por ejemplo, 
reservas naturales, playas y agro paisaje). 
 
Otra técnica de valoración económica es el método de los precios hedónicos, 
el cual intenta aislar la influencia específica de un servicio ambiental sobre el 
precio de mercado de un bien o servicio. Las aplicaciones más comunes de 
este método se centran en el valor de la propiedad y los salarios diferenciales, 
los cuales son utilizados para valorar los bienes y servicios ambientales. La 
aplicación del enfoque de los precios hedónicos al valor de las propiedades 
incluye la observación de diferencias sistemáticas en el valor de las 
propiedades entre ubicaciones y aislar el efecto de la calidad ambiental sobre 
estos valores. 
 
El valor de mercado de una propiedad residencial, por ejemplo, está afectado 
por muchas variables incluyendo su tamaño, ubicación, materiales de 
construcción, y también la calidad del medio ambiente que le rodea. Para 
aquellos servicios ambientales que no tienen mercado o que son utilizados 
directamente (por ejemplo, leña), el valor puede ser un aproximado del precio 
de mercado de bienes similares (por ejemplo, la leña vendida en otras áreas) 
o el valor de la mejor alternativa o bien sustituto (por ejemplo, carbón vegetal).  
El alcance para el cual el valor del bien de mercado alternativo refleja el valor 
del bien ambiental en cuestión depende del grado de similitud o sustitución 
entre ellos. Un tercer tipo de método de valoración económica es el enfoque 
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de la función de producción (también llamada técnica del cambio en la 
producción, método insumo-producto o dosis-respuesta). Este método 
relaciona el bienestar de las personas con un cambio medible en la calidad o 
cantidad de un recurso natural. El enfoque de la función de producción puede 
ser utilizado para estimar el valor de uso indirecto de los servicios 
ambientales, a través de su contribución a las actividades de mercado. 
  
El enfoque es referido como el método de la función de producción porque 
muchos estudios estiman el impacto sobre la producción económica. El 
método de valoración contingente obtiene expresiones de valor por parte de 
las personas entrevistadas por aumentos o disminuciones específicas en la 
cantidad o calidad de un servicio ambiental. La mayoría de los estudios, 
utilizan información de entrevistas realizadas a través de encuestas. Las 
estimaciones del valor económico obtenidas por este método son 
“contingentes” porque los valores estimados son derivados de una situación 
hipotética que es presentada por los investigadores a los entrevistados.  
 
Todos los enfoques basados en precios de mercado, mercados sustitutos y 
funciones de producción descansan sobre el uso de precios de mercado 
(preferencias reveladas) para estimar el valor económico de los servicios 
ambientales. Una alternativa consiste en preguntar directamente a los 
consumidores que establezcan sus preferencias (preferencias expresadas), 
en términos de un mercado o pago hipotético. En este enfoque, la información 
basada sobre el valor de un servicio ambiental se obtiene por medio de 
preguntas directas a los consumidores sobre su disponibilidad a pagar por 
medio de entrevistas. La técnica de preferencias expresadas más 
ampliamente utilizada y desarrollada es el método de valoración contingente 
(MVC).  
 
Por su parte Felix Schläpfer 54 en un artículo publicado recientemente 
presenta una nueva perspectiva de la evaluación contingente, el menciona 
que ha versado principalmente en la determinación de validez de las 
encuestas, es decir, si las respuestas en las situaciones seleccionadas 
reflejan las preferencias observadas en situaciones seleccionadas actuales. 

Se tienen dos hipótesis a esta situación los participantes de la encuesta no 
tienen preferencias consistentes sobre ambientes desconocidos a menos que 
se ofrezca información confiable que se pueda manejar de manera simple. La 
segunda hipótesis es que la probabilidad y el impacto de respuestas 

 
54 SCHLÄPFER, Felix. “Contingent valuation: A new perspective”. En: Ecological Economics 64: 729- 740. 2008 
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estratégicas en preguntas de opción dicotómica sobre bienes ambientales 
dependen del grado en el cual los costes hipotéticos actuales se diferencian 
de los costes reales. La conclusión importante de esta nueva perspectiva es 
que los problemas de las encuestas convencionales sobre las preferencias 
se pueden resolver en gran parte. Plantean que se requiere: 
 

i) encontrar el equilibrio entre mantener la gama de costes 
(hipotéticos) en las preguntas de la encuesta lo suficientemente 
ancha para identificar buena voluntad al contestar, asegurando 
también que estos costes siguen siendo creíbles, 
 

ii) conocer exactamente las condiciones bajo las cuales los grupos de 
interés competentes proporcionan un contexto confiable y se 
establezcan estándares para generar y presentar posiciones de los 
grupos de interés, y 

 
iii) desarrollar métodos estadísticos apropiados. El método de 

evaluación contingente convencional no ha podido explicar la 
limitación cognoscitiva de participantes aislados en las encuestas y 
de la importancia de las interacciones sociales y heurísticas 
simplificadas, en la formación de las preferencias por los bienes 
públicos. 

Por eso, en relación a las opiniones doctrinales, Peretti55, ha presentado los 
parámetros que deben ser considerados para la valoración del daño 
ambiental, en estos se incluyen: 
 
1. Magnitud del daño ambiental, su irreparabilidad, la afectación de recursos 

naturales, la implicancia directa o indirecta en la salud de la población 
afectada, la degradación de la biodiversidad, y el ecosistema, etc. la no 
exclusión de beneficiarios, puesto que todos tiene derecho al medio 
ambiente, aun las generaciones futuras. 

 2. Período de tiempo en el que se desarrolló la actividad contaminante. 
 3. Características del responsable.  
4. Rentabilidad de la actividad contaminante. 
 5. Costos de producción que se externalizan.  
6. Características de la comunidad afectada.  
7. Carácter de la relación vinculación económica y cultural de la sociedad con 
el recurso afectado. 8) Características del paisaje afectado.  

 
55 PERETTI, Enrique. El Juez ante la Indemnización por daño ambiental. Criterios de valoración. Encuentro 
Internacional de Derecho Ambiental. Memorias. 2001. Págs.429-450. 
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9) Relación socio- afectiva de la comunidad con la zona contaminada.  
10) Previsibilidad técnico-científica de los efectos de la acción contaminante.  
11) El accionar doloso o culposo del agente contaminante. 
 12) Posibilidad tecnológica de evitar o atenuar los efectos contaminantes.  
 
Así, Peretti incorpora en su trabajo las pautas de acción del juzgador, esta 
actividad del juez, y muchas otras que puedan surgir, se deben tener en 
cuenta las particularidades de cada caso, pero no pueden ser tratadas sino 
desde la perspectiva del juez comprometido y dinámico, siguiendo las 
siguientes pautas: 
 
a. El análisis integral, omnicomprensivo y no atomístico de los datos fácticos 

aportados a la causa.  
 

b. El reconocimiento de la especial importancia de la prueba de 
presunciones. 

 
c. La ponderación de los informes y aportes formulados por peritos y 

especialistas en Economía, Biología, Sociología, Geología, y otras 
ciencias cuyo objeto se encuentre vinculado a la materia a resolver. 

 
d. La observancia del principio de equidad intergeneracional, velando para 

garantizar un ambiente sano a las generaciones futuras. 
 

e. La consideración de la naturaleza no meramente resarcitoria de la 
indemnización, sino que además tendrá el efecto punitivo, sancionatorio, 
ejemplificador y corrector que la materia ambiental exige. 

 
f. Finalidad de la reparación: volcar esa cantidad a actividades de 

preservación ambiental, a través del Fondo Compensador. 
 

 
En tanto, Castañon Del Valle 56, introduce en su documento la pregunta de 
¿Cuándo se debe valorar el daño ambiental?, y continua con las preguntas 
sobre el momento exacto de valoración del daño ambiental, y menciona: 
¿debe ser en el momento preciso en el que ocurre el citado daño?, o ¿cuándo 
se manifiestan sus efectos?, o ¿cuándo se elimina la situación ilícita?, o 
¿cuándo el Juez o Tribunal fija la cuantía a indemnizar o con la que hay que 
reparar? 

 
56 CASTAÑON DEL VALLE, Manuel. Valoración del daño ambiental. PNUMA. 2006. 98 págs. 
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Es necesario considerar que los daños ambientales pueden estarse 
sucediendo a distancias grandes de las fuentes que los están ocasionando, 
o pueden manifestarse en diferentes tiempos, o se pueden provocar 
diferentes efectos debido a las características de los sistemas a los cuales 
este afectando. Asimismo, es difícil establecer el momento en el cual se 
puede considerar que cesan los efectos del daño. 
 

A) Organizaciones e Instrumentos Internacionales que pugnan por la 
protección del medio ambiente en general: 
 

a) Declaraciones de Naciones Unidas: 
 

Declaración de Estocolmo en los diferentes instrumentos jurídicos 
internacionales se habla de la protección y mejoramiento del ambiente, en la 
Declaración de Estocolmo se menciona en el considerando 3 que: “Hoy en 
día, la capacidad del hombre de transformar lo que lo rodea, utilizada con 
discernimiento, puede llevar a todos los pueblos los beneficios del desarrollo 
y ofrecerles la oportunidad de ennoblecer su existencia. Aplicado errónea o 
imprudentemente, el mismo poder puede causar daños incalculables al ser 
humano y a su medio”. 

b) Carta de la Naturaleza 
 En la Carta de la naturaleza, se menciona que “El hombre, por sus actos o 
las consecuencias de éstos, dispone de los medios para transformar a la 
naturaleza y agotar sus recursos y, por ello, debe reconocer cabalmente la 
urgencia que reviste mantener el equilibrio y la calidad de la naturaleza y 
conservar los recursos naturales” y también menciona que “Los beneficios 
duraderos que se pueden obtener de la naturaleza dependen de la protección 
de los procesos ecológicos y los sistemas esenciales para la supervivencia y 
de la diversidad de las formas de vida, las cuales quedan en peligro cuando 
el hombre procede a una explotación excesiva o destruye los hábitats 
naturales. El deterioro de los sistemas naturales que dimana del consumo 
excesivo y del abuso de los recursos naturales y la falta de un orden 
económico adecuado entre los pueblos y los Estados, socavan las estructuras 
económicas, sociales y políticas de la civilización”, esto puede considerarse 
como una reflexión relevante sobre los daños al ambiente, en donde las 
sociedades han llevado a los ecosistemas al límite y que probablemente se 
esté llegando a un punto sin retorno. 
 

c) Declaración de Río de Janeiro:  
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En la declaración de Río de Janeiro, se reconoce de manera muy importante 
a través del Principio 7416, que el desarrollo humano ha causado graves 
daños al ambiente, y que existe una responsabilidad diferenciada con lo que 
respecta a este daño, sugiriendo trabajar en tecnologías y con la ayuda de 
recursos financieros para minimizar esta situación. 
 

d) Declaración de Johannesburgo: 
 

 En la Declaración de Johannesburgo sobre el Desarrollo Sostenible, se hace 
énfasis en los problemas que siguen presentándose y se menciona que “El 
medio ambiente mundial sigue deteriorándose. Continúa la pérdida de 
biodiversidad; siguen agotándose las poblaciones de peces; la desertificación 
avanza cobrándose cada vez más tierras fértiles; ya se hacen evidentes los 
efectos adversos del cambio del clima; los desastres naturales son más 
frecuentes y devastadores, y los países en desarrollo se han vuelto más 
vulnerables, en tanto que la contaminación del aire, el agua y los mares sigue 
privando a millones de seres humanos de una vida decente”. 
 

B) Convenios Internacionales: 
 

En el nivel internacional se tienen varios convenios, que de alguna forma 
abordan temas referentes a los daños ambientales y la responsabilidad por 
ello, basada principalmente en la indemnización, siendo el tema de la 
valoración del daño un asunto muy poco tratado. 
 

i) Tratados en Materia Nuclear.  
 

En lo referente al manejo de la energía nuclear que en conjunto tienen como 
principios básicos ante los daños causados por un accidente nuclear: la 
responsabilidad objetiva y exclusiva del explotador; la obligación de 
garantizar esta responsabilidad mediante un seguro; la limitación de la 
responsabilidad en cantidad y en el tiempo; reglas especiales en caso de 
transporte; y unidad de jurisdicción y determinación de Ley aplicable, en este 
tema se tiene también el Convenio de Viena. 
 

ii) Tratados en Materia de Contaminación por Hidrocarburos. 
 

 Se tienen varios convenios que manejan los daños por contaminación al mar, 
el Convenio de Bruselas, maneja los daños causados por el transporte 
marítimo de hidrocarburos; el Convenio Oslo-París (OSPAR) para la 
Protección del Medio Ambiente Marino del Atlántico Nordeste, que incorpora 
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para cumplir sus obligaciones, basarse en dos principios: el principio de 
precaución, y el principio de que quien contamina paga. 
 

iii) Tratados en Materia de Sustancias Peligrosas. 
 

 Con respecto a las sustancias peligrosas el instrumento internacional más 
relevante es el Protocolo de Basilea430, el objetivo del Protocolo es 
establecer un régimen global de responsabilidad e indemnización pronta y 
adecuada por daños resultantes de los movimientos transfronterizos de 
desechos peligrosos y otros desechos y su eliminación, incluido el tráfico 
ilícito de esos desechos. El Protocolo de Basilea establece un régimen de 
responsabilidad estricta, basado en la culpabilidad. 
 

iv) Convenio sobre la Diversidad Biológica.  
 

En este Convenio se hace un preámbulo en donde las Partes declaran estar 
“Conscientes del valor intrínseco de la diversidad biológica y de los valores 
ecológicos, genéticos, sociales, económicos, científicos, educativos, 
culturales, recreativos y estéticos de la diversidad biológica y sus 
componentes, asimismo de la importancia de la diversidad biológica para la 
evolución y para el mantenimiento de los sistemas necesarios para la vida de 
la biosfera, afirmando que la conservación de la diversidad biológica es 
interés común de toda la humanidad”. 

v) La Unión Europea. 
 

 En 1993 se estableció el Convenio del Consejo de Europa sobre 
responsabilidad civil por los daños ocasionados al medio ambiente por 
actividades peligrosas. La Comisión y todos los Estados Miembro participaron 
en las negociaciones. El Convenio contiene un régimen de responsabilidad 
medioambiental que abarca todos los tipos de daños ocasionados por una 
actividad peligrosa, tanto los daños tradicionales (como los daños materiales 
y corporales), como el propio deterioro del medio ambiente. Las actividades 
peligrosas en relación con las sustancias peligrosas, la biotecnología y los 
residuos se definen más en detalle. 
 
La protección ambiental y el daño ambiental en México: 
 
La base Constitucional del concepto ambiente y de la legislación ambiental 
secundaria, se encuentra contenida principalmente en los artículos 4, 25, 27, 
73, 115 y 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
artículos que en su parte conducente se mencionan a continuación. En el 
artículo 4º referente a las garantías de los ciudadanos mexicanos en el 
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párrafo tercero se menciona: “...Toda persona tiene derecho a un medio 
ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar...”. 
 
El poder Legislativo aprobó el decreto 57, por el que se adiciona al artículo 4º. 
Constitucional un párrafo que establece el derecho al medio ambiente 
adecuado para el bienestar y desarrollo de la población. Aun antes de esta 
reforma, el artículo 4º, ya contenía el derecho a la salud, tema importante en 
materia ambiental, según se ha observado de la gestión del tema ambiental 
por las autoridades del sector salud, así como el artículo 25 constitucionales, 
abordado con antelación en la presente iniciativa.  
 
En el artículo 73, se establece que el congreso tiene facultad: 
 
 “…XXIX-G.- Para expedir leyes que establezcan la concurrencia del gobierno 
federal, de los gobiernos de los estados y de los municipios, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, en materia de protección al ambiente y de 
preservación y restauración del equilibrio ecológico…”. 
 
 
 
El impacto ambiental. 
 
Siendo la Evaluación de Impacto Ambiental uno de los principales 
instrumentos de política ambiental, que fue concebida como una práctica 
preventiva, ha estado sujeta a cuestionamientos principalmente sobre su 
efectividad, y sobre esta materia, podemos hablar de tres formas de 
efectividad: de procedimiento, sustantiva y de operación.  
 
Desde el punto de vista del procedimiento, la efectividad se tiene cuando la 
evaluación ambiental se desarrolla conforme a lo establecido en los 
ordenamientos jurídicos; la efectividad sustantiva, versa sobre el 
cumplimiento de los objetivos, es decir constatar que la evaluación ambiental 
está contribuyendo a la protección del ambiente; y por último esta la parte 
operativa, que nos refiere a como se trabaja, principalmente en tiempo y en 
costo.  
 
El deterioro ambiental puede apreciarse tangiblemente en la cada vez mayor 
pérdida de las áreas forestales, en el incremento de las emisiones a la 
atmósfera, en la pérdida de las existencias de carbono, en la contaminación 

 
57 Reforma publicada en el diario oficial del 28 de junio de 1999 
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de los mares, etc., y pareciera que las acciones que se han manifestado, 
hasta la actualidad, no han contribuido en mucho para detener este proceso. 
Entre los cuestionamientos que se derivan del estudio del ambiente se tienen 
algunas relacionadas con el impacto ambiental: ¿hasta cuándo debe 
considerarse un impacto ambiental?, ¿el impacto ambiental se convierte en 
daño?, ¿es la acumulación de impactos un daño ambiental?, estas preguntas 
en algunos casos es posible contestarlas, pero en otras es sumamente 
complicado siquiera, tener un acercamiento a la respuesta. Para responder a 
estos cuestionamientos es necesario que los instrumentos jurídicos se 
acerquen más a la biología, a la economía y al aspecto social, y trabajando 
en conjunto se podría tener una respuesta que satisfaga, aunque sea en parte 
la gran encrucijada ambiental. 
 
Los UMBRALES en la prevención de la contaminación ambiental: 
 
Un umbral describe por definición, un límite del valor que requiere acción. Un 
umbral es también un indicador especial que describe parámetros 
cuantitativos, cualitativos espaciales y temporales que deben ser alcanzados. 
Fijar un umbral requiere examinar cuáles serían las ventajas y los costos para 
establecer cierto valor límite para un objetivo dado, por ejemplo: si la 
reducción de la contaminación atmosférica es el objetivo, la puesta en 
práctica de un umbral no debe causar más contaminación que el valor de la 
contaminación en el umbral que representa, o, si la conservación de cierto 
recurso es el objetivo, la puesta en práctica del umbral no debe costar más 
que el valor del recurso protegido. 
 
Asimismo, es necesario que la evaluación de costos y las ventajas de una 
medida se relacionen directamente con el objetivo o los objetivos de la 
medida.  
 
Los umbrales o estándares son criterios que se utilizan para tener parámetros 
de comparación sobre el valor o significancia de los impactos. 
 
Los umbrales se refieren a puntos discretos que deben ser rebasados para 
comenzar a producir un efecto o una respuesta. Generalmente implican un 
límite superior o inferior más allá de los cuales se tendrá un efecto. Los 
umbrales se identifican para diversos componentes ambientales que deben 
considerase cuando un proyecto puede ocasionar un cambio o impacto. Los 
estándares proporcionan la dirección que regula el efecto de una actividad, 
(normalmente humana) en un receptor. Más específicamente, un estándar 
ambiental regula los efectos de la actividad humana sobre el ambiente. Los 
estándares pueden especificar un estado deseado o los cambios aceptables. 
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Una Norma Oficial Mexicana es la regulación técnica de observancia 
obligatoria expedida por las dependencias competentes, conforme a las 
finalidades establecidas que señala reglas, especificaciones, atributos, 
directrices, características o prescripciones aplicables a un producto, 
proceso, instalación, sistema, actividad, servicio o método de producción u 
operación, así como aquellas relativas a terminología, simbología, embalaje, 
marcado o etiquetado y las que se refieran a su cumplimiento o aplicación. 
 
Las normas oficiales mexicanas tendrán como finalidad establecer; I. Las 
características y/o especificaciones que deban reunir los productos y 
procesos cuando éstos puedan constituir un riesgo para la seguridad de las 
personas o dañar la salud humana, animal, vegetal, el medio ambiente 
general y laboral, o para la preservación de recursos naturales; II. Las 
características y/o especificaciones que deban reunir los servicios cuando 
éstos puedan constituir un riesgo para la seguridad de las personas o dañar 
la salud humana, animal, vegetal o el medio ambiente general y laboral o 
cuando se trate de la prestación de servicios de forma generalizada para el 
consumidor; III. Las especificaciones y/o procedimientos de envase y 
embalaje de los productos que puedan constituir un riesgo para la seguridad 
de las personas o dañar la salud de las mismas o, el medio ambiente; IV. Las 
características y/o especificaciones, criterios y procedimientos que permitan 
proteger y promover el mejoramiento del medio ambiente y los ecosistemas, 
así como la preservación de los recursos naturales; V. Las características y/o 
especificaciones, criterios y procedimientos que permitan proteger y 
promover la salud de las personas, animales o vegetales; VI. Las 
características y/o especificaciones que deben reunir los equipos, materiales, 
dispositivos e instalaciones industriales, comerciales, de servicios y 
domésticas para fines sanitarios, acuícolas, agrícolas, pecuarios, ecológicos, 
de comunicaciones, de seguridad o de calidad y particularmente cuando sean 
peligrosos. 
 
Así la Ley de Cambio Climático, en su artículo 2º, señala: 
 
“Artículo 2o. Esta Ley tiene por objeto: 

 
I. Garantizar el derecho a un medio ambiente sano y establecer la 

concurrencia de facultades de la federación, las entidades 
federativas y los municipios en la elaboración y aplicación de 
políticas públicas para la adaptación al cambio climático y la 
mitigación de emisiones de gases y compuestos de efecto 
invernadero…” 
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En tanto la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente58, 
describen el reparto de competencias y la coordinación entre la federación y 
las entidades federativas, en materia de protección al medio ambiente, al 
señalar en su artículo 4º, lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 4o.- La Federación, las entidades federativas, los Municipios y 
las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México ejercerán sus 
atribuciones en materia de preservación y restauración del equilibrio 
ecológico y la protección al ambiente, de conformidad con la distribución de 
competencias prevista en esta Ley y en otros ordenamientos legales.” 

 
El tema ambiental debe mantener su protección en el ámbito penal. 

 
¿Qué es un delito ecológico?  
 
Se entiende por delito ecológico, aquellas acciones que realizan las personas 
naturales y jurídicas cuando afectan gravemente los componentes naturales 
como: el aire, el agua, el suelo, la fauna, la flora, los minerales y los 
hidrocarburos. Toda conducta que afecta a estos recursos, se encuentra en 
la Ley de Gestión Ambiental, en el Texto Unificado de Legislación Ambiental 
Secundario, y como respaldo secundario en el Código Penal. Lo que quiere 
decir, que al estar descritas como prohibidas, su violación acarrea 
responsabilidad administrativa, penal e incluso civil. Se puede decir también 
que un delito ecológico: Es una figura de carácter jurídico- penal que sanciona 
el peligro o lesión al ambiente, entendiendo este como plataforma para el 
mantenimiento y desarrollo de la vida en general, y de la vida humana en 
particular, en el marco del desarrollo económico, tecnológico y cultural. 
 
La Responsabilidad Penal en los delitos ambientales59: 
 
La especialista en temas penales de carácter ambiental Diethell Muranta nos 
dice que en los delitos ambientales: [..] La conducta descrita en una norma 
de carácter penal cuya consecuencia es la degradación de la salud de la 
población, la calidad de vida que ésta o del medio ambiente y que se 
encuentra sancionada con una pena expresamente determinada. 
El delito ambiental o ilícito ambiental, es el hecho antijurídico, previsto por el 
derecho positivo, lesivo del derecho al ambiente, o sea al aspecto esencial 

 
58 Consultable en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm  
 
59 Pazmiño, María Gracia. Universidad San Francisco de Quito Colegio de Jurisprudencia, Quito, 7 de diciembre 
de 2011. 
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de la personalidad humana, individual y social, en relación vital con la 
integridad y el equilibrio del ambiente, determinado por nuevos trabajos o 
acciones sobre el territorio y por alteraciones voluntarias, químicas o físicas 
o por cualquier otro atentado o perjuicio, directo o indirecto, o en uno o más 
componentes naturales o culturales y las condiciones de vida de los seres 
vivientes. El delito ambiental es un delito social60, pues afecta las bases de la 
existencia social económica, atenta contra las materias y recursos 
indispensables para las actividades productivas y culturales, pone en peligro 
las formas de vida autóctonas en cuanto implica destrucción de sistemas de 
relaciones hombre-espacio61. 
 
Estas acciones atentan el bien jurídico protegido naturaleza, que a pesar de 
estar contenidas en una ley especial, los efectos, resultado de la 
contaminación son tan graves, que no pueden ser subsanados con una 
sanción meramente administrativa. Es allí donde debe intervenir el aparato 
estatal, con la potestad de sancionar estas conductas ilícitas, que se 
encuentran debidamente tipificadas, porque resultan nocivas para los 
ecosistemas, para la salud y la vida de las personas; sin perjuicio de los daños 
que se puedan ocasionar, en contra del patrimonio de las personas, cuyo 
caso, existe una responsabilidad civil, por daños extracontractuales. 
Es necesario mencionar que, si bien el Derecho Penal sanciona todo tipo de 
conductas contrarias al ordenamiento jurídico, también cierto es que, el 
Derecho Ambiental, tiene la desventaja de ser subsidiario; porque es la norma 
ambiental la que se encargar de precautelar en primera instancia el cuidado 
al medio ambiente, y solo cuando esta resulte insuficiente, se aplica la ley 
penal. Que normalmente, impone un castigo que limita la libertad de los 
individuos. 
 
Delitos ambientales como conductas de peligro abstracto o concreto: 
El Derecho Penal Ambiental es una ciencia que por esencia genera riesgo, 
por eso, es que se conoce a este tipo de delitos como de peligro. Su 
tipificación va direccionada, a sancionar conductas que ponen en peligro la 
vida, la salud, la integridad, el ambiente, el patrimonio y a la sociedad en 
general. Citando nuevamente a Paz M. de la Cuesta Aguado62, enseñando 
que es necesario circunscribir a los: 
 

 
60 A. Rojas. Derecho Penal Ambiental. 07 de Julio de 2011. Disponible en: 
http://www.slideshare.net/alrojasp/derecho-penal-ambiental-venezuela 
61 Idem. Pazmiño, María Gracia. 
62 Andrade Castillo. Delitos de Peligro y Omisión, apuntes de clase. Universidad San Francisco de Quito, 08 de 
Junio de 2010, Verano 2009- 2010. 

http://www.slideshare.net/alrojasp/derecho-penal-ambiental-venezuela
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1. Ecodelitos, donde se incluirían, junto a los tradicionales ya delitos de 
contaminación (o referidos a la contaminación), los delitos relativos a la flora 
y la fauna-aunque no en su faceta de “delitos de caza” en sentido de 
protección del patrimonio cinegético, sino de la perspectiva de la protección 
de la biodiversidad y de las especies autóctonas frente a la actividad humana 
de introducción de especies invasoras. También deben incluirse los tipos 
protectores del medio ambiente frente a la urbanización (delitos urbanísticos 
protectores del medio ambiente y algunas modalidades de delitos de 
incendios. 
 
2. Delitos de riesgo catastrófico, una vez superada la tradicional 

perspectiva patrimonial de los clásicos delitos de estragos propios de la 
sociedad industrial (hundimiento o varamiento de nave o aeronave, y 
sabotaje de trenes, etc.). Ahora los delitos de riesgo catastrófico se 
caracterizarían por la modalidad comisiva derivada de situaciones 
industriales potencialmente muy peligrosas y propias de lo que demos 
denominado sociedad de riesgo. Aquí radiaciones ionizantes y los delitos 
de estragos ocasionados por medios potencialmente destructivos y 
relacionados con las nuevas tecnologías, como liberación de 
microorganismos o sustancias patógenas, nanotecnología, etcétera63. 
 

Se ha dicho que el riesgo del bien jurídico se lo conoce doctrinariamente 
como delito de peligro. Éste que puede ser definido de acuerdo con Xavier 
Andrade Castillo64 como “una situación desacostumbrada e irregular en la 
que, para un juicio especializado, de acuerdo con las circunstancias 
concretas imperantes, aparece como probable la producción de un daño, o 
está próxima la posibilidad del mismo.” 
 
Jorge Eduardo Buompadre y Liliana Amanda Rivas65, también definen al 
peligro diciendo que el peligro consiste en “la articulación técnica de las 
fórmulas de peligro se caracteriza precisamente, por la no exigencia de 
destrucción o menoscabo al bien jurídico, sino por la puesta en peligro de ese 
bien”. 
 
 Es importante recalcar que el peligro y peligrosidad no son sinónimos, 
jurídicamente hablando, porque el primero se ve asociado con la probabilidad 
que es algo medible estadísticamente, mientras que la peligrosidad, se asocia 
a la posibilidad de peligro ante una circunstancia específica. 

 
63 Idem.  
64 Idem. 
65 Idem.  
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En los delitos de peligro no se exige que haya una real puesta en peligro del 
bien jurídico, sino solo basta que haya una presunción que permita determinar 
que la actividad, por parte del sujeto activo, mostró ser peligrosa para el bien 
jurídico protegido. En el caso de los delitos ambientales, por ejemplo, la 
norma penal prevé que, el solo tener en posesión sustancias tóxicas o 
peligrosas para la salud, sin el debido permiso; o el arrojarlas en un río fuera 
de los límites permitidos, ya representa un peligro para la sociedad y 
por eso es que la norma establece una sanción correlativa. 
 
Situándonos dentro de la clasificación del peligro, se hallan dos subdivisiones 
pertenecen a esta clase de delitos, estos son: los delitos de peligro concreto 
y los delitos de peligro abstracto. Teresa Rodríguez Montañés66, nos dice que 
“en los primeros, el tipo requiere la concreta puesta en peligro del bien 
jurídico: el peligro concreto es el resultado típico”. Los segundos, por el 
contrario, “se castiga una acción típicamente peligrosa o peligrosa en 
abstracto en su peligrosidad típica, sin exigir que en el caso concreto se haya 
puesto efectivamente en peligro el bien jurídico protegido”. 
 
En el mismo sentido, Paz M. de la Cuesta Aguado67 menciona que los delitos 
de peligro concreto son “en los que el peligro sería el resultado típico” y los 
delitos de peligro abstracto se configurarían “como delitos de mera actividad”. 
Para Xavier Andrade Castillo los delitos de peligro concreto “requiere que el 
bien jurídico sea colocado en riesgo real”68, mientras que para los delitos de 
peligro abstracto “su consumación sólo se requiere que exista un riesgo 
virtual sobre el bien jurídico, sin que exista un peligro efectivo.” 
 
Por otro lado, los delitos de peligro abstracto son más difíciles de definir, 
porque son aquellos, en los que se afecta a un bien jurídico que no pertenece 
a nadie en particular, pero igual que tienen un carácter colectivo; pues la 
afectación se produce sobre la sociedad en general. Bernardo J. Feijoo 
Sánchez69 nos dice que los delitos de peligro abstracto en la norma penal, 
“hacen abstracción de la situación de riesgo concreta para otros ámbitos de 
organización individuales o supraindividuales y describe como típicas 
conductas que estadísticamente o de forma general se muestran como 
peligrosas.” 
 

 
66 Idem. 
67 Idem. 
68 Idem. 
69 Idem. 
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Un ejemplo en los delitos ambientales de peligro concreto, es el que una 
empresa textil arroje una mínima cantidad de ácido clorhídrico (químico 
tóxico), en un río, que es aprovechado por una comunidad aledaña. En 
este caso, se puede decir que en realidad no se ocasionó ningún daño sobre 
el bien jurídico protegido vida o sobre la naturaleza, empero, se debe evaluar 
el peligro como si el derrame hubiera sido de importancia; como si hubiera 
víctimas mortales y el río quedara completamente deteriorado. Para los 
delitos de peligro abstracto, la sola tenencia de sustancias peligrosas, sin el 
permiso de la autoridad competente, representa un peligro para la 
colectividad. En consecuencia, el examen de peligro va direccionado hacia el 
peligro potencial que representa el que una persona tenga este tipo de 
sustancias sin la respectiva autorización, los bienes jurídicos que pueden 
estar en eminente peligro por parte de la sociedad, etc. 
 
Por su parte Teresa Rodríguez70 acogiéndose a la posición de Gallas nos 
dice que: “el legislador incorpore elementos de aptitud al tipo no modifica el 
carácter de delito de peligro abstracto del éste, si estos elementos se refieren 
a la relevancia lesiva de la conducta valorada ex ante”. De esto se puede 
concluir entonces que la posición mayoritaria en cuanto al carácter de este 
tipo de delitos es de tipo abstracto por cuanto es un juicio que es constatable 
ex ante, y atañe al juez constatar el peligro en cada caso. 
 
Los sujetos en un delito penal.  
 
En la mayoría de los tipos penales, especialmente aquellos que requieren la 
ejecución de una acción, se reconocen dos tipos de sujetos: uno activo y otro 
pasivo. Para Ernesto Albán Gómez, el primero es: […] El agente que ejecuta 
el acto delictivo y que debe, en consecuencia, sufrir la pena correspondiente. 
El sujeto activo es, en muchos casos, un solo individuo; pero en otros casos 
serán varios los que realizan el acto en conjunto o que cooperan a su 
realización. En tales situaciones deberá establecerse el grado en que cada 
uno intervino en la ejecución del delito, lo cual determinará la pena que deba 
recibir.99 El mismo autor, nos dice que el sujeto pasivo es: 
 
“[…] El titular del bien jurídico lesionado por la comisión del delito. También 
puede ser una sola persona o pueden ser varias”. Aunque en el lenguaje 
criminológico suele llamársele víctima, este concepto puede en algunos 
casos no coincidir inevitablemente con el sujeto pasivo. Así, por ejemplo, a 
una persona que se le sustrajo un bien será la víctima, pero el bien no le 
pertenecía y el dueño, será el sujeto pasivo.  

 
70 Idem. 
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Es decir, el sujeto activo será siempre quien ejecute el delito en contra del 
sujeto pasivo, quien no necesariamente será una persona, es decir 
unipersonal. Pueden ser varios los agentes que realicen la conducta ilícita. 
Esto dependerá de que si todos actuaron colectivamente al mismo tiempo; o 
de que se pueda identificar al autor del delito, a sus cómplices o encubridores.  
Delitos ambientales construidos sobre la base de delitos penales en 
blanco. 
 
Los delitos que atentan contra el ambiente, generalmente se han construido 
sobre la base de leyes penales en blanco, lo cual significa que los tipos 
penales exigen la satisfacción de requisitos previstos en leyes o disposiciones 
de carácter administrativo a fin de que puedan ser concretados, pero siempre 
sobre la base del contenido dogmático de los conceptos ambientales a que 
han hecho referencia con anterioridad en esta iniciativa, para ser dependiente 
el tipo penal de estos conceptos. 
 
Las leyes penales en blanco:  
 
Una de las mayores críticas que se han vertido en torno a los ‘‘delitos contra 
el ambiente’’ es que su estructura se encuentra dependiendo de otras leyes, 
lo cual se ha tachado como poco técnico, así como totalmente ajeno al 
derecho penal, en virtud de que el juez penal debe rellenar el tipo penal 
mediante la calificación de la infracción administrativa que se encuentra como 
elemento del tipo. El reenviar el contenido de los tipos penales a leyes 
administrativas, lejos de proporcionar mayor claridad genera un 
desconocimiento, pues la regulación administrativa, específicamente la 
relativa al ambiente, se caracteriza por ser un sector difuso, es decir, 
integrado por diferentes normas que van desde leyes hasta circulares, 
pasando por las normas técnicas y los reglamento. 
 
La estructura de los tipos penales en materia ambiental En general los tipos 
penales, por ejemplo recientemente incorporados en el Código Penal Federal  
nos remiten a disposiciones como: a) autorización de la autoridad federal 
competente; b) disposiciones legales ambientales; c) normas oficiales 
mexicanas en materia ambiental; d) disposiciones legales reglamentarias en 
materia ambiental; e) la Ley Forestal, y f) permisos previstos en las leyes y 
reglamentos. Lo mismo ocurre con las disposiciones de delitos en materia 
ecológica y de medio ambiente en las entidades federativas, al replicar este 
fenómeno jurídico. Esto muestra la posibilidad de la inclusión de conceptos 
dados a la ambigüedad de los elementos normativos previstos en el tipo, lo 
que pudiera atentar contra el principio de taxatividad penal, los cuales se 
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muestran con un contenido eminentemente administrativo, y en clara riña con 
el principio de legalidad, al no precisar con claridad el tipo de comportamiento 
y tampoco el medio, permiso, autorización, norma oficial, disposición legal o 
disposición reglamentaria a la que se hace referencia, sino que deja 
plenamente abierta su consideración. 
 
La consecuencia jurídica de prisión:  
 
Respecto de las punibilidades contempladas en los tipos penales, es 
destacable que se recurre a la pena privativa de libertad en un margen 
determinado. Utilizar la pena de prisión para todos los tipos es criticable, 
también ha sido criticable, pues la posición del individuo que dirige un ataque 
contra el ambiente, en los más de los casos es tendente a la obtención de 
fines económicos y en una sociedad tan moderna como la actual, este tipo de 
actividades se realiza por lo general a través de asociaciones, empresas, 
corporaciones, sociedades, etcétera, bajo la modalidad de lo que 
conocemos como personas jurídicas, circunstancia que provoca la 
necesidad de meditar sobre el tipo de penas y, en su defecto, si es 
conveniente continuar con la tendencia de deslindar responsabilidad penal 
únicamente a los directivos de las empresas, con lo cual se atiende a la regla 
derivada de la imputación personal por el hecho y que en la actualidad ya no 
se deja impune a la persona jurídica, conforme a la emisión del Código 
Nacional de Procedimientos Penales71. 
 
Recordemos que, en el estado de la legislación penal, aun cuando existen 
consecuencias penales para las personas jurídicas, la doctrina mexicana, así 
como los tribunales penales, no admiten la posibilidad de responsabilizarlas 
penalmente, no obstante que en infinidad de ocasiones se cometen delitos 
bajo el amparo o utilizando como medio una persona jurídica. Los delitos 
contra el ambiente generalmente se concretan con el fin de obtener beneficios 
económicos, en consecuencia, la pena idónea debería ser en proporción al 
beneficio obtenido, pues en caso de no tomarse en consideración a dicho 
parámetro se puede perder el efecto de la multa y tornarse en una sanción 
de bagatela, o bien, transformarse en una sanción tan excesiva, que haga 
imposible su cumplimiento. 

 
71 Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2014, fecha a partir de la cual es posible 
atribuir delitos penales y someter a judicialización a las personas jurídicas a través de sus representantes, 
administradores, por delitos cometidos en su nombre, por su cuenta, en su beneficio o utilizando los medios que 
éstas proporcionen, cuando se haya determinado la inobservancia del debido control de organización. Capítulo 
II, de procedimientos Especiales. Artículos 421 al 425. 
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Por otra parte, para algunos autores introducir en la esfera penal el principio 
comúnmente conocido como ‘‘el que contamina paga’’, es considerado como 
un desincentivador económico que responde al más antiecológico de los 
principios, en virtud que resulta indudable que el daño ecológico no es 
pagable, en virtud de que en ocasiones ni siquiera se puede cuantificar, al no 
existir valoraciones metodológicas para ello. Por ejemplo, los gases arrojados 
a la atmósfera, la emisión de ruidos fuera de las normas, etcétera, mayor 
efecto tendría la incorporación de consecuencias jurídicas penales para las 
personas jurídicas como lo sería la inhabilitación, la suspensión o la 
intervención, así como para las personas jurídicas en el sentido de la 
inhabilitación y la suspensión de los permisos, autorizaciones o licencias para 
ejercicio profesional o bien para realizar determinado tipo de actos. 
 
Sin embargo, uno de los problemas mayores en materia de reparación lo ha 
sido el cuantificarlo, sobre todo cuando el daño es intangible pero perceptible, 
por ejemplo: en caso de la emisión de gases a la atmósfera, ¿cómo cuantificar 
el daño que se ha ocasionado a efecto de exigir su reparación?  
 
Tradicionalmente están obligados a la reparación del daño: a) los dueños de 
empresas o encargados de negociaciones o establecimientos mercantiles de 
cualquier especie, por los delitos que cometan sus obreros, jornaleros, 
empleados, domésticos y artesanos, con motivo y en el desempeño de sus 
servicios; b) las sociedades o agrupaciones, por los delitos de sus socios o 
gerentes directores, en los términos en que, conforme a las leyes, sean 
responsables por las demás obligaciones que los segundos contraigan; c) el 
Estado solidariamente por los delitos dolosos de sus servidores públicos 
realizados con motivo del ejercicio de sus funciones y, subsidiariamente, 
cuando aquéllos fueren culposos. Ante cualquier ataque al ambiente, las 
personas jurídicas sólo se encontraban obligadas a reparar el daño 
ocasionado por sus dependientes, empleados, jornaleros, domésticos, 
artesanos, socios, gerentes, directores, hoy éstas pueden ser procesadas 
penalmente, como se ha señalado y, el Estado por los delitos que cometan 
sus servidores públicos, de lo que se desprende la posibilidad de 
responsabilizar a las personas jurídicas para efectos de la reparación del 
daño, que aun cuando es una consecuencia de carácter eminentemente civil, 
cobra importancia su análisis para el derecho penal cuando el daño es como 
consecuencia de la comisión de un delito72.  
 

 
72 Conforme a lo señalado en la nota anterior, los entes públicos o instituciones estatales no son sujetas de 
este procedimiento especial en el ámbito penal, tanto federal, como local. 
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En materia de delitos ambientales se plantea de manera adicional a nivel de 
reparación del daño, la realización de las acciones necesarias para 
restablecer las condiciones de los elementos naturales que constituyen los 
ecosistemas afectados al estado en que se encontraban antes de realizarse 
el delito, y la reincorporación de los elementos naturales, ejemplares o 
especies de flora y fauna silvestre, a los hábitat de que fueron sustraídos, 
aspecto de toral importancia, que sólo resulta aplicable cuando exista la 
posibilidad de restaurar un determinado daño, así como evitar un mayor daño 
a estos bienes jurídicos73. 
 
En el estado de Guanajuato, se replican los derechos fundamentales 
establecidos en el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, entre ellos, el derecho fundamental a vivir en un medio ambiente 
sano.  
 
Lo novedoso es la emisión de la Ley de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de Guanajuato74, en cuyo artículo 47 señala en 
forma textual:  
 
 
 
“Derecho a un medio ambiente sano 
 
Artículo 47. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir en un medio 
ambiente sano y sustentable, y en condiciones que permitan su 
desarrollo, bienestar, crecimiento saludable y armonioso, tanto físico 
como mental, material, espiritual, ético, cultural y social…”. 
 
Novedad legislativa y atendiendo al principio de protección del interés 
superior del niño, en ponderación más allá de los intereses económicos de 
los particulares, es lo que motiva a la fracción parlamentaria del Partido 
revolucionario Institucional a presentar la presente iniciativa de adición de un 
artículo 291 Bis al Código Penal del Estado de Guanajuato, que amplie el 
espectro de conductas y sujetos activos del delito, en razón a los altos índices 
de contaminación en todos los sentidos que ocurren en esta entidad 
federativa a través de la actividad económica, sustentado en la publicación 
del informe ambiental de Guanajuato 2020, publicado en el Periódico Oficial 
del Gobierno del Estado de Guanajuato, el 24 de marzo de 2021, del que se 

 
73 PLASCENCIA VILLANUEVA, Raúl. LA RESPONSABILIDAD PENAL EN MATERIA AMBIENTAL Consultable: 
Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
UNAM www.juridicas.unam.mx 
74 Publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, el 11 de septiembre de 2015. 
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desprende que es necesario una actuación firme y responsable ante los 
diversos retos ambientales que vive el Estado, según la Secretaria del Medio 
Ambiente y ordenamiento Territorial del estado. Informe en el que se 
establece el compromiso de protección de las futuras generaciones, que son 
los niños, niñas y adolescente de hoy, para que disfruten de aire limpio, 
suficiente agua, infraestructura de manejo de residuos y habitar un territorio 
ordenado y sustentable. 
 
Informe del que también se obtiene el aumento de la temperatura en esta 
entidad por lo que es necesario varias acciones coordinadas, por los órganos 
del Estado, entre las que se encuentran las legislativas, como la presente, y 
el deterioro ambiental producto del desarrollo económico, ante la negativa de 
incumplimiento de normativas administrativas y ambientales por parte de los 
industriales, en lo que compete al estado.  
 
También dicho informe contiene una evaluación de los incrementos por día y 
mes de los altos niveles de contaminación del aire en ciertas zonas criticas 
del corredor industrial y del estado. Donde las fuentes de emisiones fijas, es 
decir, la industria produce un alto índice de componentes contaminantes. Se 
detecta también que la quema de pastizales y esquilmo general un alto índice 
de contaminación, seguida de la quema de casas y vehículos, basura y las 
empresas representan un 18% del total de emisiones contaminantes en lo 
general que afectan el medio ambiente y sus componentes en esta entidad. 
 
Por ello urgen acciones, como la que se propone de adicionar un delito 
específico para empresario, industriales y administradores o responsables de 
una empresa, cuando a sabiendas o por negligencia por no tomar las 
acciones respectivas de reparación o remediación, se están emitiendo 
contaminantes gaseosos o líquidos en cualquiera de sus especies, debe ser 
reprochable por el derecho penal su actuar. 
 
Las conductas pueden darse cuando debiendo tener la obligación de 
implementar ciertas medidas de reducción de contaminación, procedan a 
implementar medidas no suficientes, de menor grado de efectividad, 
defectuosas o exista omisión en su implementación, al no instalar o no instalar 
la infraestructura, medidas o procedimientos adecuados, ineficientes o 
defectuosos. Con conocimiento de que esto afecta el medio ambiente, deban 
responder por ello ante el derecho penal. 
 
Lo anterior como una acción legislativa a efecto de castigar las conductas que 
atenten contra el medio ambiente, pero sobre todo, lo dañen en forma 
temporal o irreversible en perjuicio de las nuevas generaciones, es decir, de 
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los niños, niñas de hoy y del futuro, priorizando la ganancia económica, la 
negligencia o el actuar doloso para no operar conforme a las normas 
ambientales que deben cumplir en la actividad económica de desarrollen. 
 
La medida se considera que pondera el equilibrio entre la libertad a la 
actividad de las personas que mejor le acomoden, pero cumpliendo las 
normas ambientales, con el principio de desarrollo económico del estado y el 
derecho fundamental, principalmente de la niñez, sin dejar fuera al resto de 
la sociedad a vivir en un ambiente sano  y en condiciones que permitan su 
desarrollo, bienestar, crecimiento saludable y armonioso, tanto físico como 
mental, material, espiritual, ético, cultural y social. 
 
En tal sentido se adicionaría un artículo 291 Bis, al Código Penal del Estado 
de Guanajuato, en el apartado Delitos Contra La Preservación Y 
Protección Al Ambiente, para quedar como sigue: 
 
Artículo 291 Bis. Las mismas penas establecidas en el artículo anterior 
se aplicarán a los empresarios, industriales sus administradores o 
encargados, que: 
 

I. Omitan la instalación o empleo de los equipos 
anticontaminantes idóneos o adecuados a la actividad que 
desarrollan en empresas, industrias, fuentes móviles que 
generen contaminación al medio ambiente en cualquiera de 
sus modalidades; 
 

II. Debiendo utilizar aguas tratadas, conforme a la normatividad 
ambiental en el estado, no instale las plantas tratadoras o no 
sean reutilizadas las aguas en la actividad industrial o 
empresarial; 

 
III. No se realice el manejo adecuado conforme a la normatividad 

que regule la actividad, los residuos industriales no peligrosos; 
y 

 

IV. Sin la autorización correspondiente, realice actividades 
riesgosas de las previstas o autorizadas en las disposiciones 
jurídicas aplicables en el estado. 

 
Las sanciones anteriores se aplicarán con independencia de las 
sanciones penales que se deban aplicar a las personas jurídicas. 



 

48 
 

 
En estos casos si no fuere posible la realizar alguna de las medidas de 
seguridad a que   se refiere   el artículo 293    de este Código, se deberá  
hacer el pago de una indemnización en favor del Estado o del Municipio, 
y, en su caso, a los particulares afectados, de conformidad con la 
normatividad incumplida. 
 
La determinación de los daños se realizará conforme al método de 
valoración más idóneo, considerando los daños ambientales 
ocasionados, el valor comercial de los bienes afectados al momento de 
la realizarse la indemnización, el tiempo de  afectación de la conducta y 
el derecho de las personas a tener un ambiente sano, debiendo 
considerar un dictamen técnico emitido por la autoridad ambiental 
competente en el estado, el que considerará los parámetros de impacto 
y la irreparabilidad, en su caso, del daño, el cual en ningún caso deberá 
ser menor al valor de los bienes afectados o de los beneficios obtenidos 
por la conducta. 
De ser aprobada, la presente iniciativa, tendrá los siguientes impactos, de 
conformidad con el artículo 209 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de Guanajuato: 
 

I. Impacto jurídico: Con la presente iniciativa, se actualizan las hipótesis 
para que los dueños de empresas, individuales o en forma colectiva, 
los industriales, sus administradores o encargados tengan el deber 
legal y jurídico de evitar que en la actividad empresarial que se realice, 
instalen los equipos adecuados que eviten el daño al medio ambiente, 
o que instalen los equipos adecuados los que deberán estar en 
funcionamiento o bien observar los procedimientos respectivos 
mientras se realice la actividad empresarial o industrial. Y se indemnice 
al estado por los daños ocasionados. 
   

II. Impacto administrativo: No se aprecia impacto administrativo. 
 

III. Impacto presupuestario: No representa impacto presupuestario, 
dado que los empresarios o industriales en su actividad deben cumplir 
con la infraestructura o procedimientos de prevención para evitar la 
contaminación ambiental. 
 

IV. Impacto social: Toda la sociedad y en especial la niñez guanajuatense 
haga efectivo el derecho fundamental establecido en la constitución 
federal y local y las leyes locales, a vivir en un medio ambiente sano y 
sustentable, y en condiciones que permitan su desarrollo, bienestar, 
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crecimiento saludable y armonioso, tanto físico como mental, material, 
espiritual, ético, cultural y social. 

 
Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración de este H. 
Congreso del Estado de Guanajuato el siguiente:  

 
 

DECRETO. 
ÚNICO.  Se adiciona un artículo 291 Bis, al Código Penal del Estado de 
Guanajuato, para quedar como sigue:  
 
Artículo 291 Bis. Las mismas penas establecidas en el artículo anterior 
se aplicarán a los empresarios, industriales sus administradores o 
encargados, que: 
 

V. Omitan la instalación o empleo de los equipos 
anticontaminantes idóneos o adecuados a la actividad que 
desarrollan en empresas, industrias, fuentes móviles que 
generen contaminación al medio ambiente en cualquiera de 
sus modalidades; 
 

VI. Debiendo utilizar aguas tratadas, conforme a la normatividad 
ambiental en el estado, no instale las plantas tratadoras o no 
sean reutilizadas las aguas en la actividad industrial o 
empresarial; 

 
VII. No se realice el manejo adecuado conforme a la normatividad 

que regule la actividad, los residuos industriales no peligrosos; 
y 

 

VIII. Sin la autorización correspondiente, realice actividades 
riesgosas de las previstas o autorizadas en las disposiciones 
jurídicas aplicables en el estado. 

 
Las sanciones anteriores se aplicarán con independencia de las 
sanciones penales que se deban aplicar a las personas jurídicas. 
 
En estos casos si no fuere posible la realizar alguna de las medidas de 
seguridad a que   se refiere   el artículo 293    de este Código, se deberá  
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hacer el pago de una indemnización en favor del Estado o del Municipio, 
y, en su caso, a los particulares afectados, de conformidad con la 
normatividad incumplida. 
 
La determinación de los daños se realizará conforme al método de 
valoración más idóneo, considerando los daños ambientales 
ocasionados, el valor comercial de los bienes afectados al momento de 
la realizarse la indemnización, el tiempo de  afectación de la conducta y 
el derecho de las personas a tener un ambiente sano, debiendo 
considerar un dictamen técnico emitido por la autoridad ambiental 
competente en el estado, el que considerará los parámetros de impacto 
y la irreparabilidad, en su caso, del daño, el cual en ningún caso deberá 
ser menor al valor de los bienes afectados o de los beneficios obtenidos 
por la conducta. 
 

TRANSITORIO. 
 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 
publicación en el Periódico Oficial del Estado de Guanajuato.  

 
Guanajuato, Gto., a 10 de Noviembre de 2022 
Diputada y Diputados integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional. 
 
 
DIP. GUSTAVO ADOLFO ALFARO REYES 
 
DIP. RUTH NOEMI TISCAREÑO AGOITIA.  
 
DIP. ALEJANDRO ÁRIAS ÁVILA. 
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